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SEÑOR SECRETARIO.- Dado que en este momento no están presentes el 
Presidente ni el Vicepresidente, corresponde designar un Presidente Ad Hoc. 


SEÑOR BANGO.- Propongo al señor Diputado Bayardi. 

SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 

(Se vota) 

———Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 

Queda designado el señor Diputado Bayardi como Presidente Ad Hoc. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


——-En mi calidad de Presidente Ad Hoc de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración le doy la bienvenida a la delegación de la 
Asociación de Magistrados del Uruguay, integrada por su Presidente, el doctor Rolando 
Vomero; la Jueza Penal de 8* Turno, doctora Graciela Eustachio, y el Juez Penal de 17* 
Turno, doctor Carlos García Guaraglia. 


El motivo de la convocatoria es conocer la opinión de la Asociación de Magistrados 
del Uruguay -o de los integrantes de la delegación en forma personal si no hubiera una 
posición institucional- acerca del proyecto relativo a faltas y conservación y cuidado de los 
espacios públicos. Como este proyecto ingresó a la Comisión en noviembre no sé si fue 
oportunamente remitido a nuestros visitantes. 


SEÑOR VOMERO.- Es un honor para la Asociación de Magistrados del Uruguay 
que la convoquen para escuchar su opinión. 


Le aclaro al señor Presidente que recibimos el proyecto, lo estudiamos entre los tres 
y haremos algunas sugerencias. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Notamos que en algunos de los artículos se deja una 
franja muy confusa con respecto a ciertos delitos. Eso sucede, por ejemplo, en el artículo 
3* del proyecto, que incorpora a la Ley N* 9.155 un artículo 360 bis, en cuyo numeral 
segundo, relativo a la instigación a la mendicidad, se hace referencia a "El que dedicare 
niños a mendigar públicamente". Esto sería una forma de explotación de menores. 


Por otra parte, en el numeral cuarto del mismo artículo se alude a la mendicidad 
abusiva con acoso y coacción, que podría considerarse como una forma de violencia 
privada. 


SEÑOR VOMERO.- El artículo 288 del Código Penal, relativo a la violencia privada, 
establece: "El que usare violencia o amenazas para obligar a alguno a hacer, tolerar o 
dejar de hacer alguna cosa, será castigado con tres meses de prisión a tres años de 
penitenciaría". Entonces, la mendicidad abusiva con acoso y coacción a la que refiere el 
proyecto a estudio quedaría comprendida en lo dispuesto por este artículo del Código 
Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La doctora Eustachio hizo una consideración sobre lo que 
se propone en cuanto a la instigación a la mendicidad, pero el texto a estudio no cambió 
el Código vigente. 


(Diálogos) 
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——Reitero que en ese punto no hubo cambio con respecto al Código que está 
vigente. Otra cosa es la consideración que hacía el doctor Vomero con respecto a la 
mendicidad abusiva con acoso y coacción. 


SEÑOR ORRICO.- Antes que nada quiero agradecer la presencia de esta 
delegación. Siempre es lindo encontrarse con compañeros de generación. 


Voy a hacer una pregunta cuya respuesta quizás debería saber, pero reconozco que 
en mi práctica profesional nunca tuve un caso de este tipo. ¿En qué norma está 
establecido el delito de explotación de menores? No lo tengo bien ubicado. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Realmente no recuerdo el número de la ley, pero es la que 
prevé el delito de trata de personas, que refiere a la explotación en general de mujeres, 
niños y adolescentes. La explotación puede no ser solo sexual; también podemos 
encontrar explotación comercial, laboral, para mendicidad, etcétera. 


SEÑOR ORRICO.- El objeto de la pregunta era, sobre todo, confirmar que se trata 
de una ley extra- Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la apreciación del doctor Vomero quiero 
informar que en la bancada discutimos el tema de la mendicidad abusiva con acoso y 
coacción, porque se manejó la idea de que, si íbamos a calificarla como falta, podíamos 
estar mezclando algunas definiciones. Una cosa es instigar a un niño a mendigar -como 
se establece en el numeral 2) del artículo 3? del proyecto del Poder Ejecutivo y como está 
contemplado en el artículo del Código Penal al que se hizo referencia, pero para el caso 
particular hay una cuestión que vino en el proyecto del Poder Ejecutivo y que la bancada 
discutió. No nos referimos a quien está en situación de mendicidad, sino a aquel que 
solicita dinero o cualquier otro bien con una actitud coactiva. Repito que esto lo 
discutimos. Si estoy detenido frente a un semáforo y alguien se acerca y me dice: "¿Le 
limpio?", yo puedo decirle que no. Entonces, quizás me pida una monedita y yo podré 
dársela o no. Yo creo que esto no debería ser considerado como una falta. Pero si al 
hacer esa solicitud me coaccionan y me llevan por delante, entonces entendemos que es 
necesario considerarlo como falta. Por eso la redacción que manejamos no refería a la 
mendicidad sino a la solicitud abusiva con acoso y coacción; después vamos a 
proponerla en el debate en la Comisión. 


La idea es sancionar como falta cuando se solicite dinero o cualquier otro bien con 
actitudes coactivas y de ese modo se obstaculice el libre tránsito de las personas, ya se 
trasladen en vehículo o a pie. Planteamos esto más allá de que pueden consumarse otros 
delitos, porque si uno tiene su vehículo detenido frente a un semáforo puede ser objeto 
de un robo. 


Repito que discutimos algunas de estas apreciaciones que podían llamar la atención 
del doctor Vomero porque refieren a cuestiones que están contenidas en el Código Penal. 
El Juez y el Fiscal podrán considerar si son faltas o si se trata de otros delitos. Si es una 
falta, será sancionada con lo que el proyecto plantea para tales casos; si se trata de 
violencia privada, serán aplicables otras sanciones. 


SEÑOR VOMERO.- Entiendo perfectamente su razonamiento y también lo que 
manifestó el Diputado Orrico. Cuando yo era Juez de Menores, a ese tipo de conducta la 
llamábamos "rapiñuelas". 


Con respecto a la violencia privada hay una cuestión de grado o de cantidad de 
violencia. Si me permiten otra referencia, en el numeral 3) del proyectado artículo 361 de 
la Ley N* 9.155 se establece: "3. (Mendicidad abusiva).- El que se acercase a vehículos 
estacionados, detenidos o en movimiento con el solo fin de ofrecer limpieza de vidrios, 
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venta de artículos varios, petición de dinero o recabarlo por concepto de vigilancia 
callejera de éstos y no contando con la autorización municipal correspondiente, 
provocando con ello molestias o inconvenientes". Lo que advierto es una forma de trabajo 
informal, y eso me trae el recuerdo de lo que una vez me dijo un Intendente del interior: 
"Si perseguimos el contrabando nos aumentan los robos o los hurtos". Creo que en este 
caso podría suceder algo parecido. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La bancada de Gobierno toma nota respecto de esa 
redacción que trajo o que envió el Poder Ejecutivo y va a proponer que no reglamente la 
mendicidad abusiva en los términos planteados en los numerales 3 y 4 como acoso y 
coacción. 


Obviamente que nuestros invitados se están pronunciando con respecto al proyecto 
que recibieron del Poder Ejecutivo, sobre el cual seguiremos discutiendo. En este caso, 
llegado el momento vamos a proponer a la Comisión la siguiente redacción que paso a 
leer a fin de que nuestros invitados tomen conocimiento de la nueva redacción de los 
numerales 3 y 4 del artículo 361: "(Solicitud abusiva con acoso o coacción)", este es el 
"nomen juris", y dice así: "El que solicitare dinero o cualquier otro bien mediante actitudes 
coactivas o de acoso u obstaculizando o impidiendo de manera intencional el libre tránsito 
de personas a pie o en vehículos por los espacios públicos". Esa sería la redacción que 
estaríamos proponiendo a la Comisión y de la que en este momento están tomando 
conocimiento nuestros invitados. 


SEÑOR GARCÍA.- Voy a referirme al artículo 365 que está contenido en el artículo 
5? del proyecto. Este artículo refiere a la velocidad excesiva. Desde nuestra óptica, 
creemos que sería conveniente que se fuera más preciso a la hora de establecer el límite, 
porque puede entenderse por velocidad excesiva la que ya está establecida por la 
ordenanza o una superior. Hay que establecer un límite. Entonces, ¿cuál sería la 
velocidad excesiva? ¿Qué porcentaje de velocidad tendría que superar el límite para 
considerarse excesiva? 


Por otro lado, nosotros consideramos que tal vez habría que dejar un mayor espacio 
para la infracción administrativa porque, como todos sabemos, el exceso de velocidad 
genera una infracción administrativa. Ahora bien, habría que ver, para configurar una falta 
en cuanto al exceso de velocidad en qué porcentaje esta debe ser superior al límite, tal 
como dije, para dejar espacio a la aplicación de la infracción administrativa. Podría ser, a 
modo de ejemplo, veinte o treinta kilómetros por encima del límite. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Se podría hacer algo parecido a lo que se instrumentó 
para el numeral 4, en el cual se establecieron las faltas para los niveles de alcohol en 
sangre que deben ser superiores a 1.2 gramos por litro, dejando así un margen para la 
infracción administrativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos estado discutiendo con respecto a este tema y 
también tenemos una apreciación respecto al porcentaje de velocidad que debería 
establecerse para que se configurara una falta administrativa 


Hay una redacción que vamos a proponer para el punto 4 del artículo 365 que dice: 
"El que condujere vehículos motorizados al doble o más del doble de la velocidad máxima 
permitida en cualquier vía de tránsito". Esa sería la falta; lo otro sería sancionable por vía 
administrativa. 


SEÑOR VOMERO.- Por la redacción dada, es obvio que todos incurrimos en la falta. 
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SEÑOR GARCÍA.- Quisiera hacer únicamente una acotación. Podría agregarse 
"poniendo en peligro su vida o la de terceros" porque en el momento de participar en 
picadas obviamente se corren riesgos. Esa sería en todo caso una falta enmarcada en lo 
que se entiende como peligro. 


En el numeral 3 está bien que la falta se configure siempre que se dé la condición 
de que la licencia de conducir estuviera suspendida o cancelada, porque el hecho de no 
tener licencia de conducir ameritaría una infracción administrativa; configuraría un grado 
más de responsabilidad el hecho de tener la licencia suspendida o cancelada. Digo esto 
para diferenciar la falta de la infracción administrativa. 


SEÑOR ORRICO.- El individuo que tiene la licencia y la dejó en la casa, está sin 
libreta. Esta es una infracción administrativa. Ahora, si el individuo tiene la licencia 
suspendida entramos en el terreno de la falta. 


SEÑOR GARCÍA.- Perfecto. 
La primera parte sería la infracción y la segunda parte sería la falta. 


SEÑOR VOMERO.- Nos parece mucho más grave la actitud de la persona a la que 
se le suspendió o se le canceló la licencia de conducir e igual maneja que la de aquel 
individuo que nunca la tramitó. Si la licencia le fue suspendida o cancelada, habrá sido 
porque, por ejemplo, condujo alcoholizado. Distinto es el caso de aquel que nunca tramitó 
su licencia de conducir, que va a tener una mera sanción administrativa. Allí es donde 
radica la diferencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me queda claro cómo se aplica la sanción 
administrativa a aquel que conduce y nunca tuvo licencia. En realidad, cuando cometo 
una infracción en vía administrativa soy sancionado a través de la retención de la libreta, 
si fuera del caso, de mi automóvil. Pero si yo conduzco y nunca tuve la licencia, ¿cuál 
sanción administrativa puede ser aplicada? Podría ser que el día que quiera sacar la 
licencia figurara que estoy impedido de hacerlo por haber manejado sin licencia por equis 
cantidad de tiempo. Entonces, ¿cómo hago para aplicar una sanción administrativa a 
quien nunca tramitó una licencia? 


SEÑOR VOMERO.-- El tema es que si la persona conduce y no tiene licencia no le 
van a permitir continuar la marcha. No le van a permitir continuar y para ir a retirar el auto 
va a tener que abonar la multa correspondiente. De todas maneras, la multa va a seguir 
al auto. 


SEÑOR GARCÍA.- Para nosotros el numeral 4 no merece ninguna observación. 


Con respecto al numeral 5, "Introducción, depósito, venta, transporte o fabricación 
de sustancias explosivas" en el Código Penal hay disposiciones como la 209 y la 210 que 
refieren, precisamente, a la fabricación de materiales explosivos. Podríamos considerar 
que estos verbos nucleares se podrían agregar al Código Penal como una figura más 
porque consideramos que es demasiado importante o demasiado grave para que solo 
sea una falta cuando bien podría ser un delito. Se podría agregar un artículo bis a los 
artículos 209 o 210 e introducir estos verbos nucleares como delito. 


El punto 6 no merece observaciones; de cualquier manera también es una infracción 
administrativa. Deseamos aclarar que este punto refiere a las construcciones ruinosas. 


El punto 7 tampoco nos merece objeciones. 


Vamos a referir al punto 8. Los fuegos de artificio son costumbre en cualquier 
acontecimiento social o deportivo. No sé si está bien esta normativa ni cuál es su sentido, 
porque un fuego de artificio siempre causa peligro y no imagino a la Policía tratando de 
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intervenir en situaciones como esta, siendo tan extendido y popular el uso de los fuegos 
de artificio. En todo caso, sí se podría perseguir a quien los vende a fin de limitar un poco 
el número de personas que incurran en esta falta y tratar de acotar, en cierta medida, el 
despliegue que tiene esta actividad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el Código Penal está constituido casi como una falta el 
disparo de armas de fuego y de petardos en poblados y cito textualmente el numeral que 
nos ocupa: "El que dentro de poblados o en sitio público, o frecuentado, disparare armas 
de fuego, petardos u otros proyectiles, que causaren peligro o alarma (...)". En este caso, 
en realidad varía si incorporamos algunos elementos como la alarma o el hecho de que 
se genere un riesgo. 


SEÑOR VOMERO.- Precisamente, en este punto quería dar una explicación. La 
norma proyectada refiere a que el disparo con armas de fuego provoca peligro o alarma y 
riesgo a la integridad física, que si alguien hace un disparo con riesgo a la persona física, 
esa conducta estará prevista en el artículo 324 del Código Penal que refiere, 
precisamente, al disparo con armas de fuego lo cual, entre otras cosas, requiere apuntar 
hacia la persona, etcétera. De alguna manera es un delito intermedio, que se encuentra 
antes que la tentativa de homicidio -porque no llegó a serlo,- pero es una figura a la que 
solemos recurrir, un poco por descarte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 324 refiere al disparo con armas de fuego, al 
acometimiento con arma apropiada. El hecho de disparar un arma de fuego o de 
acometer a una persona con un arma apropiada será castigado con tres a veinticuatro 
meses de prisión. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Me parece que la redacción anterior de la falta es más 
adecuada. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿La del Código Penal? 

SEÑORA EUSTACHIO.- Sí. 

SEÑOR BORSARI BRENNA.- Pienso lo mismo. 

SEÑORA EUSTACHIO.- Porque dice: "que causare peligro o alarma". 


SEÑOR VOMERO.- El numeral 9 "Ocupación indebida de estacionamientos 
destinados a personas con capacidades diferentes", no nos merece objeciones. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Con relación al inciso que sigue al numeral 9, 
consideramos que disponer el decomiso en forma preceptiva es demasiado. Tendría que 
ser algo facultativo como: "El Juez podrá disponer el decomiso", porque a continuación 
tenemos "independientemente de quien fuera su propietario". Pueden ocurrir casos de 
hurto del vehículo, independientemente de quien sea su propietario. Por ejemplo, una 
persona puede hurtar un vehículo e ir a hacer picadas o embriagarse. Entonces, nos 
parece que es demasiado severo hacer el decomiso en forma preceptiva, máxime en un 
proceso en el que no existe una vía recursiva. O sea que es la decisión del Juez, y si el 
Juez está equivocado no hay forma de recurrir ante ningún tribunal superior. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- En nombre de la bancada del Frente Amplio 
pedimos disculpas por no haberles hecho llegar previamente el proyecto con las 
modificaciones introducidas, como correspondía. 


La modificación que hicimos en este punto tiene que ver con lo que manifestaba la 
doctora. La redacción que proponemos dice lo siguiente: "En el caso de los numerales 2 y 
4 del presente artículo, se dispondrá en forma preceptiva el decomiso del vehículo 
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motorizado, y el producido de la venta se destinará a la Unidad Nacional de Seguridad 
Vial" 


Quitamos: "independientemente de quien fuere su propietario". 


Se nos informaba, por parte de compañeros juristas, que esto permitía que en los 
casos de hurtos se pudiera presentar un recurso y no proceder a su venta. De todos 
modos, tomamos la sugerencia de que no sea en forma preceptiva y lo incorporamos a la 
discusión. 


SEÑOR GARCÍA.- Fijense que en los casos de delitos culposos, de homicidio 
culposo o derivados de delitos de tránsito no es preceptiva la confiscación del vehículo. 
Para que vean la diferencia que hay, que en un delito gravísimo no se impone 
preceptivamente el decomiso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el proceso de discusión se planteó observación con 
respecto al proyecto original y que tenía que ver con los numerales mencionados 
referidos al decomiso del vehículo. Se le quitó la frase: "independientemente de quien 
fuere su propietario" con la idea de que el propietario pudiera recurrir ante la 
jurisprudencia en caso de hurto. Inclusive, se planteaba el ejemplo de aquel muchacho 
que le quita el auto al padre para ir a hacer picadas 


En el departamento de Treinta y Tres, la Jueza procesó a un joven -no sé si era 
adolescente o había llegado a la mayoría de edad- que era corredor consuetudinario por 
las calles de la ciudad de Treinta y Tres, con el permiso tácito de su papá, que era uno de 
los que le había enseñado a preparar autos. La señora Jueza lo procesó con prisión 
porque había habido una situación de alarma pública en un accidente de tránsito en el 
que se murió un amigo que iba con él. O sea que no atropelló a nadie sino que murió el 
joven que iba junto a él. 


Se dio una situación de alarma y meses después de acontecido el accidente, el 
joven fue procesado y con prisión. 


SEÑOR GARCÍA.- Eso es homicidio culposo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El papá de ese joven siempre tuvo presente que su hijo 
corría por las calles de Treinta y Tres. No sé si habrán desempeñado funciones 
específicamente en Treinta y Tres, pero en cualquier ciudad del interior -salvo las 
grandes- se conoce a todo el mundo, al papá, a la mamá, a la abuela y a todos. 
Entonces, en este caso hay una voluntad, porque la excusa de que el nene le robó no es 
válida porque cuando uno llega a la conclusión de que se lo robaba todos los días, en 
realidad no se lo robaba. El papá toleró pacíficamente que el nene hiciera lo que quisiera, 
con lo cual, en mi opinión, la culpa también era del papá, aunque no era él quien 
manejaba. 


Otra osa es si ustedes entienden que con esta redacción no se da lugar a que exista 
la posibilidad de que, quien haya sufrido un hurto o una apropiación indebida por parte del 
que corría, pueda reclamar que el vehículo no le sea decomisado. Esta era la 
salvaguarda que se pretendía incorporar. 


De la forma en que está redactado, ustedes entienden que no hay lugar a que 
pueda recurrirse la decisión judicial de decomisar el auto a quien no fue ni tuvo ninguna 
actitud para facilitarlo. 


SEÑOR VOMERO.- La redacción que nosotros tenemos no acepta otra posibilidad; 
no importa quién sea el propietario. 
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No discuto si está bien que sea preceptivo o no -generalmente no me gusta el 
término "preceptivo"; lo que objetábamos era cuando decía "no importa quién fuera el 
propietario", porque esto puede dar lugar a situaciones muy complejas. 


Por otro lado -como decía la doctora Eustachio, como está previsto un proceso en 
audiencia única irrecurrible, puede llevar a situaciones de error y sería bueno que fueran 
revisadas, aunque a eso nos vamos a referir más adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la formulación del texto que se les entregó, relativo a: 
"Participación en picadas o conducción de vehículos en grave estado de embriaguez", el 
señor Diputado Nicolás Pereira dijo que establecía: "En el caso de los numerales 1 y 3" 
-que eran el 2 y el 4 anterior- "se dispondrá en forma preceptiva el decomiso del vehículo 
motorizado y el producido de la venta de este se destinará a la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial". ¿Ustedes entienden que no deja lugar a la posibilidad de que quien fuera 
el propietario del vehículo, pero no hubiera tenido ninguna participación en los hechos, 
pudiera reclamar que no le sea decomisado? 


SEÑOR VOMERO.- Creo que habría que habría que abrir una vía para restablecer 
la posibilidad de acreditar la prueba en contrario, es decir, que no lo prestó, que lo prestó 
para otra situación, o que se lo hurtaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


SEÑOR ORRICO.- Yo voy a volver al numeral 22, referido a: "(Conducción de 
vehículos motorizados sin la licencia correspondiente)", que dice: "El que condujere en la 
vía pública vehículos motorizados sin haber obtenido en el organismo competente la 
licencia de conducir, o si la misma hubiera sido suspendida o cancelada". 


Creo que aquí hay un efecto que, desde el punto de vista social, no me parece bien. 
Supongamos que quiero prestarle el auto al doctor Bayardi. El tiene que hacer una 
diligencia y le digo: "No hay problema, llevate mi auto". Yo no le pido una certificación 
notarial de que tiene licencia; parto de la base de que la tiene 


Aclaro que formo parte del Gobierno, pero hay cosas que hay que decirlas. Así 
como está redactado esto, yo le presté al doctor Bayardi mi auto, ni me enteré de que le 
habían retirado la licencia, y me decomisan el vehículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; hay un error. El decomiso se daría solamente cuando 
tiene participación en picadas y si quien condujera el vehículo tuviera altos niveles de 
alcohol. 


SEÑOR ORRICO.- De todas maneras, es aplicable, porque yo le presté el auto al 
doctor Bayardi, él se tomó media docena de whiskys, por lo que el nivel de alcohol en 
sangre es bastante superior a 1,2 gramos por litro, y me decomisan el auto a mí. O sea 
que yo debería ser una especie de controlador a distancia de qué es lo que va a tomar el 
doctor Bayardi. Creo que no corresponde una redacción de esta naturaleza, porque está 
sancionando situaciones que son claramente injustas y que no creo que sean reprimibles. 


SEÑOR GARCÍA.- Para eso sería mejor que fuera una facultad, es decir, en lugar 
de "deberá" habría que poner "podrá" y dejar librada la decisión al Juez. 


SEÑOR VOMERO.- O se podría hacer alguna mención a los derechos de terceros 
ajenos a los hechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que tratar de encontrar una fórmula. 


SEÑORA EUSTACHIO.- Estaba observando que en el proyecto que nos dieron 
ahora, sacaron el numeral 1 anterior del artículo 365, que era: "(Velocidad excesiva en la 
conducción de animales o vehículos)". 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó como numeral 4 que solamente hace referencia a la 
velocidad: "(Conducción de vehículos motorizados al doble de la velocidad permitida). El 
que condujere vehículos motorizados al doble o más del doble de la velocidad máxima 
permitida en cualquier vía de tránsito". 


SEÑORA EUSTACHIO.- Entonces contempla lo que habíamos planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se hizo referencia a definir una línea que no hiciera 
que todos incurriéramos en la falta, había dado lectura al que queda ahora como numeral 
4, 


SEÑOR VOMERO.- En el artículo 6?, en el que se proyecta la modificación del 
artículo 366, el numeral 1 dice: "(Omisión injustificada en denunciar la adquisición de 
cosas provenientes de delito). El que habiendo adquirido, sin conocer su procedencia, 
dinero u otras cosas provenientes de delito, omitiere dar aviso a la autoridad, después de 
conocerla". 


Tal como está planteado, no merece objeciones. Pero nos nos causa temor -por 
decirlo de alguna manera- de que deje como letra muerta al artículo 350 bis del Código 
Penal, referido a receptación, por una cuestión práctica 


Cuando una persona es llevada al Juzgado por haber adquirido bienes de origen 
ilícito, normalmente dice que no lo sabía o, de lo contrario, dice que se dio cuenta 
después. ¿Por qué los Jueces nos basamos en que conocía el origen ilícito? Entre otras 
cosas, por el precio vil. Si hoy una persona -con este numeral vigente- va al Juzgado 
diciendo que compró un objeto creyendo que era legal y que después se dio cuenta que 
era fruto de un ilícito, lleva a que, como en principio, la confesión es indivisible en 
perjuicio del reo, casi desaparezca el delito de receptación. 


SEÑOR ORRICO.- "In dubio pro reo". 
SEÑOR VOMERO.- Me parece perfecto el espíritu para una manifestación práctica. 
El numeral 2 no nos merece observaciones. 


Después, se abre todo un Capítulo ll, referido a "Normas relativas a la conservación 
y cuidado de los espacios públicos", que no nos merece observaciones. 


En el Capítulo lll, el artículo 11, que modifica el artículo 367, en el numeral 1 crea la 
figura del vandalismo y dice: "(Vandalismo).- El que realiza actos de deterioro o destrozos 
en monumentos o en espacios públicos o de sus instalaciones, tanto en bienes muebles 
como inmuebles o sobre elementos tales como señalizaciones de tránsito, semáforos, 
etcétera". Esta conducta está prevista en el artículo 358 del Código Penal en el delito de 
daño. 


Los tres Jueces hemos pasado por situaciones de este tipo. Recuerdo que en 
alguna oportunidad procesé a un muchacho por estar rompiendo una garita; también 
puede ser por romper estatuas. Creo que está previsto como daño. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- Retomo la explicación que daban nuestros 
invitados con respecto al artículo 6%, que sustituye al artículo 366.1, y el posible desuso 
de la receptación en la medida en que se aplica esto. Quisiera preguntar cuál es la 
experiencia que existe con la aplicación de esta falta, porque si bien hace tiempo que no 
se aplica, está vigente y en algún momento se debe haber aplicado. Entonces, quisiera 
saber cuál fue la experiencia que tuvieron con respecto al artículo 350 del Código Penal 
al que hicieron referencia, porque el numeral 1 del artículo 366 dice: "(Omisión 
injustificada en denunciar la adquisición de cosas provenientes de delito)". 


SEÑORA EUSTACHIO..- El delito es posterior a la falta, entonces, se aplica el delito. 


«O 


SEÑOR VOMERO.- El dolo, en el delito de receptación, es conocer el origen ilícito 
antes, cuando se adquiere la cosa. En la falta, el dolo del conocimiento del origen ilícito 
es a posteriori. 


Si yo le ofrezco en venta un teléfono celular que vale $5.000 a $50, obviamente, 
cuando usted compra ese teléfono sabe que el origen es ilícito. Distinta es la situación si 
ese teléfono que vale $5.000 yo se lo vendo en $2.000. Usted piensa que está haciendo 
un negocio; con posterioridad, porque abre el teléfono, o por lo que fuere, se da cuenta 
de que el origen no es lícito. En ese caso incurre en la falta, porque se da cuenta 
después. Si bien es cierto que está como falta y que no ha generado mayores problemas 
en su vigencia, no deja de ser una posibilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al artículo 358 al que hizo referencia el doctor 
Vomero, que tiene que ver con el daño, dice:" El que destruyere, deteriorare o de 
cualquier manera inutilizare en todo o en parte alguna cosa mueble o inmueble ajena, 
será castigado, a denuncia de parte, cuando el hecho no constituya delito más grave, con 
multa de 20 U.R. (veinte unidades reajustables) a 900 U.R. (novecientas unidades 
reajustables)". 


SEÑOR VOMERO.- Con posibilidad, de acuerdo con las agravantes, de que la pena 
sea de prisión. 


SEÑOR ORRICO.- Además, es de los pocos delitos que quedan a denuncia de 
parte. De todas maneras, la descripción de la conducta es exactamente la misma que la 
de la falta. Da lo mismo que lo que se destruya sea un automóvil a pedradas, un 
monumento o el banco de la plaza. En todos los casos va a haber delito de daño, y al 
existir la falta, nuevamente en aplicación de los principios generales, los Jueces deberán 
aplicar la falta, porque es la que más va a favorecer al reo. Es mi interpretación. 
Reconozco que vengo sesgado como abogado defensor, pero me parece que es lo que 
corresponde aplicar en este caso, con lo cual la coexistencia de la falta y el delito se hace 
compleja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una cosa que está cambiando y es que incurrir en ese 
acto no es sancionable con dinero, porque hay gente que puede pagar 20 o 50 UR y 
sigue rompiendo algo todos los días, y gente que no puede. Entonces, la sanción se ha 
trasladado al trabajo comunitario o a la prisión equivalente, no ya más a las Unidades 
Reajustables o a la prisión equivalente. 


SEÑOR VOMERO.- El artículo 359 del Código Penal establece pena de prisión 
cuando se dan determinados agravantes. Uno de ellos es: "Si el delito se cometiera sobre 
cosas existentes en establecimientos públicos, o que se hallaren bajo secuestro o 
expuestas al público por la necesidad o por la costumbre, o destinadas al servicio público, 
o de utilidad, defensa, beneficencia o reverencia pública". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que aquí se pretende es sancionar la falta. Por ejemplo, 
tomar como falta el acto de aquella persona que sale de noche, da vuelta un contenedor, 
lo rompe, lo prende fuego y se va, como fin de la fiesta, sancionarlo y someter al sujeto al 
trabajo comunitario para que reflexione. 


SEÑOR VOMERO.- Nada impide que con el delito de daño se le imponga también el 
trabajo comunitario. 


SEÑOR GARCÍA GUARAGLIA.- Cabe hacer un señalamiento que tiene que ver 
con la práctica diaria. Esto lleva a que haya un doble trabajo. Normalmente, la Policía 
comunica al Juez Penal, este investiga y, si considera que no hay lugar, manda archivar 
el caso y no puede pasar las actuaciones al Juez de Faltas, porque el procedimiento es 
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distinto. Todo lo que se hizo en el Juzgado Penal, que pudo haber durado entre 24 y 48 
horas, con actuación del Fiscal, del abogado defensor, del Juez, de los testigos, no sirve 
para el proceso por falta. Lo mismo se podría dar en este caso del daño. Se trata de 
figuras en que el límite es muy tenue y estaríamos haciendo un trabajo doble por 
situaciones que tal vez no lo ameriten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como los representantes de la Suprema Corte de Justicia 
están esperando para entrar, solicito a los Magistrados que hagan una reflexión sobre el 
Capítulo y, sobre todo, con relación al proceso. 


SEÑORA EUSTACHIO.- No se habla de quién va a ser el Juez competente. Para 
que esta ley se llegue a poner en práctica en debida forma, se requiere de Jueces con 
competencia exclusiva en faltas. 


SEÑOR VOMERO.- La forma de perseguir las faltas es que no estén a cargo del 
Juez Letrado con competencia penal porque las faltas, por regla general, son cosas 
mínimas y al Juez Penal de turno le resulta absolutamente imposible atender al mismo 
tiempo un brutal homicidio y una falta. Además, cuando el asunto es de bagatela el Juez 
no actúa; si pone en la balanza la falta y un delito, obviamente, la falta podría caer en la 
bagatela. 


Por otra parte, a los Jueces no nos gusta que haya instancia única. Las garantías 
nos dicen que tiene que existir la posibilidad de la apelación, en primer lugar, porque los 
Jueces podemos equivocarnos y, en segundo término, porque habiendo una pena 
accesoria tan dura como es el decomiso de un automóvil, pienso que esas situaciones 
deben ser revisadas. 


SEÑORA EUSTACHIO.- El inciso tercero del artículo 18 dice: "Todas las 
resoluciones dictadas en el curso de la audiencia admitirán exclusivamente recurso de 
reposición", lo cual nos parece perfecto. Pero luego, al final del artículo 20, se expresa: 
"Las providencias dictadas en este proceso serán irrecurribles, cualquiera que fuere su 
naturaleza". Aquí hay una contradicción, porque las resoluciones dictadas en audiencia 
son recurribles con reposición. Entonces, pienso que, a lo mejor, lo que quisieron decir es 
que son inapelables y no irrecurribles. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- Compartimos plenamente lo expresado. 
Teníamos la misma preocupación que ustedes respecto a qué Jueces aplicarían esto. 
Entre otras cosas, entendemos que si las faltas cayeron en desuso es porque las aplican 
los Jueces Penales que, evidentemente, a la hora de poner los casos en la balanza, 
deben optar por los delitos penales. 


Quiero comunicar que ya hay acuerdo entre el Poder Ejecutivo y la Suprema Corte 
de Justicia para instalar Juzgados de Faltas en Montevideo. En principio, en el interior se 
encargarían los Juzgados de Paz. También fue aprobada su instrumentación a nivel 
presupuestal a través de la Rendición de Cuentas a partir del próximo año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por los aportes que nos ha realizado la 
Asociación de Magistrados del Uruguay. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 
(Ingresan a Sala autoridades de la Suprema Corte de Justicia) 


———La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da 
la bienvenida al Presidente interino de la Suprema Corte de Justicia, doctor Jorge Ruibal 
Pino, y al Ministro, doctor Jorge Chediak. 


sa 


El proyecto que estamos discutiendo tiene iniciativa del Poder Ejecutivo y después 
de que entró al Parlamento fue tomado por la bancada del partido de Gobierno, la que le 
introdujo algunos cambios que luego serán presentados. Hoy ustedes han concurrido 
para brindar su opinión sobre el proyecto que recibieron, pero aprovecharé para 
consultarlos respecto a algunas modificaciones que pensamos introducirle. 


SEÑOR RUIBAL PINO.- Supongo que la Comisión ya sabe que la Corte fue 
consultada por el Poder Ejecutivo antes de mandar este proyecto al Parlamento y esta 
hizo algunas observaciones sobre el nuevo procedimiento de faltas, algunas de las cuales 
fueron recogidas, aunque no todas. 


Esencialmente, a la Corte le quedaría por hacer dos observaciones y dos 
comentarios. 


Creo que una de las observaciones ya se ha solucionado y tiene que ver con la 
desproporcionalidad en el incumplimiento, ya que antes un día de incumplimiento 
equivalía a tres días de prisión. Parecería que en esta última modificación se ha 
solucionado, estableciendo la equivalencia de un día por un día, que es lo que la Corte 
pretendía. 


La segunda observación, que en apariencia todavía está presente, es la 
confiscación de vehículos que intervienen en picadas. Como dijimos cuando el Poder 
Ejecutivo nos consultó, esto, primero, tiene un problema de desproporcionalidad de la 
falta con la sanción y, segundo, es de dudosa constitucionalidad, sobre todo cuando el 
propietario del vehículo no es el que lo conducía en picadas. 


Los comentarios son con respecto a términos que, a juicio de la Corte, debería 
especificarse a qué refieren. Uno de ellos es "desorden". Este término es demasiado 
amplio. Para que la palabra "desorden" conlleve una sanción, tendría que tener una 
especificación que la haga bien cuadradita. Lo mismo sucede con los términos "basuras" 
y "desperdicios". Puede que para nosotros no implique lo que quiere implicar la ley y 
tampoco lo que quiere sancionar. A juicio de la Corte, habría que especificar o definir qué 
se entiende por "desorden", así como por "basura" y "desperdicios". 


SEÑOR CHEDIAK.- Vemos con agradable sorpresa que se ha solucionado la 
desproporcionalidad entre el trabajo comunitario incumplido y los días de prisión. Sé que 
ya se había abatido: se empezó en un proyecto con tres días por uno, luego pasó a ser 
de dos por uno, pero a la Corte le seguía pareciendo que la proporción ideal es la que 
esta Comisión ha establecido, de un día de prisión por cada día de trabajo comunitario 
incumplido. 


Por otra parte, quiero reiterar -lo habíamos dicho respecto al proyecto original- que 
estamos de acuerdo con esta medida que tiende a evitar determinados accidentes de 
tránsito, que se conduzcan vehículos que, mal conducidos o en estado de ebriedad 
importante, son armas mortales, y con que estas competencias, que en general se hacían 
-por lo menos en mi época- a altas horas de la noche en Avenida de las Américas y ahora 
son llamadas picadas, sean desestimuladas de la mejor manera posible. Pero estimamos 
que puede haber algún tipo de medida draconiana, como el retiro de la libreta por diez 
años oO la aplicación de multas económicas muy importantes, sin llegar a esta incautación 
preceptiva que ni siquiera tiene establecido -al menos formalmente- un debido proceso 
que la cuestione. Puede haber una cantidad de situaciones en las que el propietario del 
vehículo no haya transferido la guarda, sino que alguien se la haya apropiado, como es el 
caso típico del hijo que saca el auto del garaje sin el consentimiento del padre. Entonces, 
sobre todo pensando en los casos en que quien conduce el vehículo en estado de 
ebriedad o quien participa en picadas no es el propietario, no está establecido un 


-12- 


procedimiento de descargo, sino que es preceptivo, se dice "el Juez deberá" y no "el Juez 
podrá, analizando las circunstancias del caso". Podría haber medidas sustitutivas. Si se 
quiere mantener la incautación, podría ponderarse la situación, dejar la potestad al Juez 
de incautar el vehículo si la gravedad y las circunstancias concretas del caso lo ameritan. 
La Corte tiene serias dudas respecto a la conveniencia de la redacción preceptiva actual 
y es importante su eventual adecuación al marco constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema se discutió bastante también entre los 
legisladores del partido Gobierno. Cuando nos enteramos del texto que estaba 
proyectado originalmente, se introdujeron algunos cambios. Por ejemplo, nos parecía un 
poco desmedida y exagerada la equivalencia que estaba planteada. 


Tomo debida nota de las observaciones respecto a la eventual constitucionalidad de 
la norma en sí, que tiene dos partes, una, de carácter impositivo, preceptivo, del 
decomiso y, otra, que se carece de una instancia eventual para su apelación. 


Por otra parte, si la participación en picadas se hace con vehículo propio, puede 
corresponder la misma observación, en términos generales, pero la preocupación de la 
Corte se refiere a cuando no se hace con vehículo propio sino, por ejemplo, con el del 
padre o con uno robado. La bancada de Gobierno comparte que si el vehículo es hurtado 
no se podría disponer su decomiso, pero tal como está redactado el artículo, no hay 
posibilidades de que el juez pueda disponer otra cosa. 


Sobre el caso del papá al que le "roban" el auto, también la bancada discutió mucho. 
Yo me afilio a la tesis de que si es la primera vez que el nene corre, su padre puede ser 
víctima involuntaria del decomiso; si el nene corre todos los jueves y viernes de noche, 
estaría calificado para perder el auto. 


Ponía el ejemplo siguiente ante los Magistrados. En la ciudad de Treinta y Tres, una 
señora Jueza procesó con prisión a un joven -supongo que el doctor Chediak conoce el 
caso- que normalmente andaba a altas velocidades y un día tuvo un accidente en el que 
falleció un acompañante. En mi opinión, el papá es bastante responsable de la suerte de 
ese chico, porque era mecánico, preparaba autos y sabía que el nene corría, puesto que 
en una ciudad como Treinta y Tres, todo se sabe. 


Tomo debida nota de la observación. Creo que realmente debería hacerse esa 
corrección, en el sentido de dar autorización al Juez a decomisar el vehículo. El tema es 
cómo incorporar, en algunos casos, la prueba en contrario, porque el sistema no tiene 
apelaciones, no hay recurso frente a las decisiones. La única alternativa que estamos 
viendo es dar al Juez la posibilidad de poder disponer el decomiso. ¿Cuáles serían los 
elementos objetivos que un Juez debería tener para poder disponer el decomiso? 


SEÑOR RUIBAL PINTO.- El señor Presidente se refirió al accidente ocurrido en 
Treinta y Tres, pero hubo otro peor en Salto, que involucró un menor de edad que 
manejaba una camioneta habitualmente. A consecuencia de su torpe manejo, falleció una 
persona y el padre fue procesado por homicidio. No voy a discutir si está bien o mal, 
porque tal vez llegue hasta nosotros, pero se trata de esto. 


Con respecto al procedimiento, es muy fácil instrumentar uno similar al comiso 
secundario de un aduanero. Se decomisan en forma primaria el vehículo y la carga; 
luego, de acuerdo con factores tales como el valor del vehículo respecto de la carga 
-proporcionalidad- y la posibilidad de decir que se trata de un dueño de buena fe, que no 
tiene nada que ver con el contrabando, se puede eximir ese vehículo del comiso. 
Parecería que no es difícil instrumentar algo parecido, para que el Juez tenga elementos 
a la vista que le permitan no proceder al comiso en caso de que ocurran estas cosas. 


sia 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 18 -"De la audiencia de prueba y debate"- 
propuesto por mi bancada dice: "En la audiencia, si hubiera oposición sobre los hechos 
del proceso, el Juez fijará el objeto de la prueba y ordenará la que las partes le 
propongan, si las considerare admisibles y útiles, así como la que estimare pertinente.- Si 
todos o algunos de los medios de prueba estuvieren disponibles, se producirán e 
incorporarán de inmediato y en la misma audiencia. En caso necesario, esta se 
prorrogará por un plazo no mayor de diez días, debiendo en esa nueva oportunidad 
completarse y agregarse la prueba pendiente.- Todas las resoluciones dictadas en el 
curso de la audiencia admitirán exclusivamente recurso de reposición". 


El artículo 20 -con respecto al cual los señores Magistrados nos hacían ver que 
podía haber una contradicción- dice: el Juez o Tribunal podrá desestimar de plano y 
verbalmente todo incidente que se promoviere por las partes. Los incidentes admitidos se 
sustanciarán y se decidirán en la audiencia. Las providencias dictadas en este proceso 
serán irrecurribles, cualquiera que fuere su naturaleza". 


Quiero saber cómo ven ustedes, desde el punto de vista del procedimiento, la 
eventualidad de poder recurrir el fallo de comiso, porque, tal como está redactado el 
artículo, esa posibilidad no tiene mucho espacio. 


SEÑOR RUIBAL PINO.- En principio, yo estoy pensando en un tema de debido 
proceso. Si el que está involucrado en este procedimiento tiene posibilidades de 
presentar sus descargos, sus pruebas en la audiencia, el hecho de que no tenga segunda 
instancia, no le quita constitucionalidad. Lo mismo pasa, por ejemplo, con el proceso en 
única instancia laboral. Se ha determinado que por razones de sensibilidad con esos 
créditos pequeños, no hay segunda instancia. En este caso puede pasar lo mismo. La 
decisión sobre el comiso del automóvil la puede pelear el propio involucrado, y que se 
decida en esa audiencia y en la sentencia que no tiene recurso. 


SEÑOR CHEDIAK.- Es exactamente así. Hablamos de un debido proceso, que no 
se puede dar cuando se establece que es preceptiva la incautación. Cometida la falta, el 
Juez no puede analizar las circunstancias concretas. La Corte participó en la redacción e, 
incluso, propuso este procedimiento; advierto que la palabra "Tribunal" se nos escapó 
-debe decir solo "Juez"-, dado que el proceso es una instancia única debido a la magnitud 
de los ilícitos -que son los famosos "delitos enanos"- y la necesidad de que se acelere. 


En el caso del comiso, puede tratarse de vehículos muy valiosos. Por ejemplo, 
habíamos analizado en la Corte la situación de las arrendadoras de automóviles. 
Veremos qué tipo de recargos se produce si tienen que contratar seguros especiales para 
esta situación. 


¿Qué pasa con los choferes profesionales? Alguno de mis asistentes personales 
señalaba: "Mire si el chofer toma y perdemos el Peugeot 408 de la Corte", porque no está 
previsto ningún tipo de excepción ni de instancia de debido proceso. 


Quizás, el primer paso debería ser que no sea preceptiva: "El Juez podrá ordenar la 
incautación atendiendo las circunstancias del caso". Luego, se puede establecer la 
posibilidad de alegar las circunstancias del caso, hacer una incautación primaria y discutir 
si estamos en presencia de un caso cuyas circunstancias ameritan la incautación 
definitiva por el peligro que se causó. Tengamos presente el caso que el Presidente 
señalaba, en que se procesa al padre por omisión de los deberes inherentes a la Patria 
Potestad, lo cual no ha merecido mayores objeciones. El otro caso, en que se procesa al 
padre como coautor de homicidio culpable, ha merecido numerosas objeciones; al menos 
los cinco catedráticos que consulté manifestaron muy serias dudas al respecto, pero no 
voy a adelantar una opinión personal porque el caso puede llegar a casación. 
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Acá estamos previendo una situación en la que no hubo un accidente ni lesionados 
ni muertos. Simplemente, en un control, se paró a quien conducía un vehículo, se le hace 
la espirometría y se detecta 1,25 de alcohol en sangre, por lo que se procede a la 
incautación. 


Lo que se prevé para las picadas es en los casos en que no hay accidentes; si no, 
estaríamos ante figuras de mayor gravedad. 


La preocupación de la Corte es con respecto a circunstancias singulares como, por 
ejemplo, en las que intervienen choferes profesionales, arrendadoras, el hurto de un 
vehículo, la no transferencia voluntaria de la guarda y la magnitud de la incautación. 
Podemos estar hablando de vehículos de un valor muy importante. A todos nos viene a la 
memoria el ejemplo del padre que tiene un Mercedes Benz, pero puede pasar con una 
empresa de camiones, que puede terminar perdiendo una unidad de porte importante, de 
más de US$ 100.000, porque el chofer tomó alcohol, aunque tal vez articuló los 
mecanismos correspondientes entre sus choferes para evitar ese tipo de conductas. Si el 
decomiso es preceptivo, la empresa puede terminar privada de una de sus herramientas 
de trabajo, y el seguro no la va a cubrir, porque si el dependiente maneja en estado de 
ebriedad, la van a excluir de la cobertura de la póliza y la empresa podrá sustituir o no 
esa herramienta. 


La primera observación tiene que ver con el debido proceso y la segunda es que 
puede haber desproporción y numerosos casos en los que no esté justificada la 
incautación del vehículo. Habría que tenerlo presente preventivamente, antes de que se 
nos generen problemas de aplicación no querida, porque seguramente nadie quiere que 
una empresa pierda un camión en estas circunstancias. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- Agradezco la presencia de los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Comparto el criterio que exponen con respecto a que no debería ser preceptivo y 
que se debería otorgar al Juez la facultad. En la medida en que en el proyecto se 
establece la instancia única de audiencia, ¿la posibilidad de que pudiera haber un recurso 
-aclaro que soy lego en la materia- como el que ustedes planteaban sobre el debido 
proceso, se justifica en el valor del bien decomisado en esta situación? 


SEÑOR RUIBAL PINO.- En principio, lo que pretendemos es lo que a menudo se 
llama que el perjudicado tenga su día ante el tribunal, no que haya un recurso, que pueda 
apelar o que pueda ir ante la Corte en casación. No hablamos de que se eternice ese 
procedimiento por falta, sino que tenga su día ante el tribunal, aunque este sea único y la 
resolución no sea apelable, porque va a tener posibilidades de presentar sus descargos: 
le robaron el auto, el chofer del camión tomó y lo detuvieron manejando ebrio o se fue a 
correr picadas. 


No pretendemos ningún recurso. No pretendemos que haya apelación ni casación ni 
nada por el estilo. Pretendemos que el involucrado, que podría no ser el que cometió la 
falta, tuviera su día ante el tribunal, con la posibilidad de presentar todos sus descargos, 
que fuera atendido y que el Juez lo conociera. No queremos que el Juez diga que no le 
interesa que le lleven cuarenta pruebas, porque la ley dice que el decomiso es preceptivo. 


Esta es la modificación que sugerimos, que tampoco es tan grave. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- ¿Esto corresponde a todas las faltas o en 
particular a las que implican el decomiso? 


SEÑOR RUIBAL PINO.- El procedimiento de su día en el tribunal es para todos. La 
diferencia sería que, en este caso, el que cometió la falta puede ser un tercero y puede 
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estar involucrado el dueño del vehículo, que naturalmente tendría que concurrir a ese 
juicio y ser parte involucrada -en una falta no hay parte demandada-, porque la ley lo 
involucra. Para la ley no importa quién es el propietario, pero nosotros pretendemos que 
tenga derecho al día en el tribunal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hagamos de cuenta que soy el Juez y dispongo la 
incautación. Luego, en la audiencia prevista en el artículo 18 tomo posición definitiva de 
acuerdo con los hechos que se me presentan. Lo que quiero es que se diga: "Nene, no 
corras, que si me sacan el auto, te mato". A su vez, quiero tomar todas las precauciones 
para que nadie me diga: "¡Ah!, no sabía". 


Me parece que hay que dar las garantías que ustedes están pidiendo porque si no, 
estamos cayendo en una norma que violenta desde el punto de vista jurídico los 
preceptos constitucionales. 


En vez de poner "podrá disponer en forma preceptiva el decomiso del vehículo", se 
puede decir que "en los casos tales y cuales el Juez dispondrá la incautación del vehículo 
motorizado y en la audiencia contenida en el artículo 18 se estará a la resolución 
definitiva respecto de la misma, según los hechos que sean presentados”. 


SEÑOR RUIBAL PINO.- Está bien ese giro: "el Juez dispondrá la incautación", pero 
debería decir "provisoria". Y si el propietario es un tercero, lo convocará a presentarse en 
la audiencia y efectuar los descargos del caso. Así estaría completo. En la sentencia se 
incauta definitivamente o se devuelve al tercero que intervenga en la audiencia. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Me sumo a la bienvenida y el agradecimiento a los 
señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia. 


Quiero hacer un par de consultas no tanto con respecto al fondo del proyecto sino a 
la puesta en práctica, una vez que esto se convierta en ley. Hay una modificación en la 
Rendición de Cuentas que destina una partida a los efectos de los Juzgados de Faltas. 
La pregunta es si ustedes entienden que con los recursos humanos y materiales 
existentes y con esa nueva partida este proyecto, tal como está, puede ser puesto en 
práctica. 


La segunda pregunta tiene que ver con el trabajo comunitario. ¿La Suprema Corte 
de Justicia ha realizado algún monitoreo al respecto? En caso afirmativo, ¿cuáles son las 
dificultades prácticas que han encontrado? 


SEÑOR RUIBAL PINO.- Voy a empezar por la segunda pregunta, porque es la que 
más nos preocupa. 


Ahora paso a hablar en materia penal, pero estamos muy cerca de lo que estamos 
tratando. 


La Ley N* 17.726, de medidas alternativas a la prisión preventiva, dispuso la 
realización de trabajo comunitario. La Corte, por mi intermedio, reconoce que en lo que va 
de la vigencia de esa ley, nunca reglamentó las remuneraciones de ese trabajo 
comunitario, por la siguiente razón. Cada vez que se proponía, por parte de una Comisión 
que integrábamos con el Ministerio del Interior y el Patronato Nacional de Encarcelados y 
Liberados, la realización de trabajo comunitario en algún lugar de la Administración 
Central, esta decía: "Si yo les tengo que pagar, no me los manden". La Corte siempre 
consideró que no tenemos trabajo forzado. El que está procesado y tiene ordenado 
trabajo comunitario debe ser remunerado, porque es inocente hasta que no haya 
sentencia de condena. 
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La práctica fue realmente mala. Acepto que, en principio, la Corte también estuvo 
omisa en ese tema, porque debió reglamentar y comunicar al Poder Ejecutivo que la 
Administración Central no cumplía con las disposiciones relativas a los trabajos 
comunitarios, puesto que no los remuneraba. No hablamos del caso del que está penado 
-aunque yo opino que tampoco puede hacer trabajo forzado, sino del que está procesado, 
que es indiscutible que tiene que ser remunerado porque está considerado como inocente 
por la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, cuando el Juez falla, deja de ser inocente. 
SEÑOR RUBIAL PINO.- No hay ninguna duda al respecto. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo; no hay duda. 

SEÑOR RUBIAL PINO.- Por eso les dije que iba a hablar del tema anterior. 


Ahora pasamos a discutir si en el caso del responsable de una falta, con sentencia, 
el trabajo comunitario que debe hacer le será o no remunerado. Yo pienso que sí, pero sé 
que es discutible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede elegir la otra opción. 
SEÑOR RUIBAL PINO.- Sí; puede hacerlo. 


Con respecto a la primera pregunta, ustedes saben que la Corte eliminó los 
Juzgados de Faltas y que el proyecto de Código Penal también lo hizo, pero decidimos 
colaborar con este impulso del Gobierno de renovar la política de sanción de las faltas. 
Incluso, el Poder Ejecutivo le preguntó a la Corte qué faltas debían mantenerse y cuáles 
tendrían que eliminarse y, en términos generales, aceptó nuestras conclusiones. 


Antes teníamos un Tribunal de Faltas y dos Juzgados de Faltas, pero manejaban la 
prescripción como una forma de no hacer nada. Pienso que si aumentamos la 
prescripción y creamos dos Juzgados de Faltas que estén adecuadamente trabajados se 
pueden sancionar las faltas de la forma que establece este pequeño procedimiento 
abreviado. De modo que no planteamos más observaciones a la puesta en práctica de 
este proyecto que las que tenemos en general con las faltas. 


SEÑOR CHEDIAK.- Respecto a la duda del Diputado Cantero Piali quiero decir que 
el costeo lo remitió la Corte, o sea que es el que se ha aprobado con fondos del Ministerio 
del Interior, por lo que no vamos a tener ningún problema para reinstalar los dos 
Juzgados de Faltas. 


Además, como eliminamos algún Juzgado de Paz Departamental tenemos locales 
para instalarlos al inicio del año. Ustedes recordarán que al eliminar el último Juzgado de 
Faltas tuvimos en cuenta distintas circunstancias que a los señores Diputados y a los 
señores Senadores les hemos explicado. Primero tuvimos la Comisión presidida por el 
doctor Cairoli, que había decidido eliminar totalmente las faltas del nuevo Código Penal; 
ese es un proyecto que ustedes tienen a estudio a los efectos de su aprobación. También 
enfrentamos otra situación que no fue menor, que fue la de que no había voluntad política 
de parte del Ministerio del Interior para perseguir las faltas. Aclaro que no critico esa 
ausencia de voluntad, porque siempre he sostenido que cuando los recursos son 
escasos, es lógico centrarse en los delitos y, sobre todo, en los más graves. O sea que se 
da una adjudicación lógica y las acciones se centran en los homicidios, las rapiñas, las 
violaciones y los copamientos; las faltas no eran muy perseguidas. Además, a partir de 
1990 advertimos que bajaba progresivamente el número. Por eso pasamos de tener tres 
Jueces -que conforman un Tribunal- a dos y, finalmente, a uno que, si mal no recuerdo, 
en general, de lo que más se ocupaba era de las situaciones de maltrato animal que se 
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daban con los caballos que tiraban de los carros, porque otro tipo de faltas más 
relevantes para la seguridad pública no se perseguían. Esto fue determinante para pasar 
de tres Jueces a dos y después a uno. 


La eliminación del último se produjo porque se instaló el nuevo proceso laboral de 
instancia única, pero no se le creó ningún Juzgado Laboral de Instancia Unica, a pesar de 
que el entonces Ministro de Trabajo y Seguridad Social había pautado la creación de 
cinco sedes. Se aprobó un proceso pero en Montevideo no había ningún Juzgado de 
Instancia Unica. Entonces, la Corte creó tres Juzgados de ese tipo, mediante la 
transformación de otros, porque el Parlamento nos otorgó la potestad de transformar 
sedes. De este modo, se transformaron dos Juzgados de Paz y el último Juzgado de 
Faltas en Juzgados Laborales de Instancia Unica, y en la instancia presupuestal 
subsiguiente el Parlamento creó los dos que faltaban, con lo que quedaron conformadas 
las cinco sedes que ahora tenemos. 


Ese fue el proceso por el que dejamos de tener Juzgados de Faltas, pero ahora hay 
voluntad política para perseguirlas, como lo evidencia el hecho de que el Ministerio del 
Interior haya cedido parte de sus recursos para la creación de estos Juzgados; entonces, 
tendrán trabajo en la persecución de faltas. 


El otro obstáculo que enfrentamos es solucionado mediante este proyecto. La Corte 
lo relevó en su momento: hablamos de los sesenta días de caducidad de las faltas. Los 
motivos son parecidos a los que inciden para que tampoco basten los sesenta días en el 
caso de los adolescentes infractores. Eso llevó a estirar el plazo a noventa días, y creo 
que hubiera sido mejor llevarlo a ciento veinte. Hay que tener la precaución de que las 
faltas no prescriban tan rápido. Los seis meses parecen ser un plazo absolutamente 
adecuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Presidente Interino de la 
Suprema Corte de Justicia, doctor Ruibal Pino, y del Ministro Chediak. Sabemos de la 
buena voluntad que siempre tienen para aportar su opinión al Parlamento, aun a título 
personal, cuando se trata de temas sobre los que eventualmente deberán pronunciarse. 


SEÑOR RUIBAL PINO.- Les agradecemos la atención. 
(Se retiran de Sala los doctores Ruibal Pino y Chediak) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que ingrese la delegación del Ministerio del 
Interior vamos a considerar el proyecto "Asociación Nacional de Afiliados. (Se establece 
que podrá garantizar a sus asociados el arrendamiento de locales comerciales e 
industriales con destino a la micro y pequeña empresa)", que viene con modificaciones de 
la Cámara de Senadores. 


Nosotros aprobamos un proyecto y el Senado le introdujo modificaciones en los 
artículos 39, 4? y 5%. Paso a comentarlas. 


En el último inciso del artículo 32 se establecía: "Todo ello, sin perjuicio de la 
facultad de ANDA de disponer la sustitución de la garantía". En el Senado se agregó: 
"previo consentimiento del propietario". 


El artículo 4% comenzaba: "En cualquier etapa de un procedimiento judicial,", y se 
incorporó "de desalojo por falta de pago"; luego el texto continúa como lo aprobamos. 


En el artículo 5% se establecía: "En todo caso, hasta tanto no se haya procedido al 
lanzamiento, el inquilino podrá sustituir la garantía", y se incluyó la expresión "previo 
consentimiento del propietario y de la Asociación Nacional de Afiliados". También en este 
caso a continuación continúa la redacción que aprobamos en este Cuerpo. 


- 18 - 


Creo que las tres modificaciones son de recibo. Por eso, propongo que las 
aceptemos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se aceptan las modificaciones del 
Senado. 


(Se vota) 

——-Sels por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Corresponde que designemos un miembro informante. 
SEÑOR BANGO.- Propongo al señor Diputado Bayardi. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota) 

———Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


De acuerdo con lo que se ha decidido, oportunamente informaré el proyecto en 
Sala. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 
(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio del Interior) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al Ministro del Interior, señor Eduardo 
Bonomi, quien asiste acompañado por el Director General de Secretaría, doctor Charles 
Carrera, y por el asesor letrado, doctor Eduardo Florio. Agradecemos que comparezcan 
ante la Comisión con tanta celeridad. 


La iniciativa de la convocatoria correspondió a una solicitud del Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Agradecemos al señor Ministro y a las autoridades que lo 
acompañan por responder con prontitud a esta convocatoria. 


Realmente, el tema que la motiva sin duda justifica una respuesta acorde en función 
de lo que consideramos es un asunto de relevancia institucional que hace, como lo 
veremos en el transcurso de este intercambio, a la transparencia y a la claridad de la 
gestión, en este caso, del Ministerio del Interior y, por lo tanto, a la transparencia y a la 
claridad, sobre todo, de la democracia; aunque pueda resultar ampuloso es así. 


La presencia del Ministerio del interior es importante en cualquier ámbito 
parlamentario por la delicadeza de los cometidos que tiene asignados; siempre es 
importante y delicado hablar de los temas de la seguridad y de los aspectos que hacen a 
la criminología y a la evolución estadística relacionada con los niveles de criminalidad y 
con las políticas de prevención y represión de los delitos. Y creo que el tema de hoy, que 
no se refiere a eso en forma directa -aunque sí indirecta- es un asunto de similar 
jerarquía. 


Nos estamos refiriendo a las ocho resoluciones que el Ministerio del Interior adoptó 
en el mes de julio en aplicación a nuestro juicio incorrecta -lo adelanto desde ya con 
respeto y convicción- de la Ley N* 18.381, que refiere al acceso a la información pública. 
En esas resoluciones el Ministerio del Interior clasifica como reservada o confidencial una 
vasta materia de la competencia de esa Cartera que por su vastedad y generalidad -me 
estoy refiriendo a los contenidos de las ocho resoluciones dictadas en el mes de julio, a 
nuestro juicio, terminan por desbordar los límites establecidos en la ley a que hice 
referencia. 
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Paradójicamente, se supone que la ley a la que hago referencia, que es la de 
acceso a la información, fue dictada -fue lo que la motivó y en función de eso se generó 
un amplio acuerdo político en el período anterior- a los efectos de garantizar, para el 
control ciudadano y la transparencia en la gestión pública, determinadas salvaguardas 
que permitieran que eso se concretara y que los organismos públicos cumplieran con la 
obligación de la transparencia y del suministro de la información toda vez que se 
requiriera. 


Es verdad que esa norma -está bien que así sea- establece excepciones para la 
información pública y la posibilidad de que los organismos públicos puedan aplicar esas 
excepciones a los efectos de declarar la reserva de determinada información. Esto se 
regula en el artículo 8 y en los artículos subsiguientes. En el artículo Y se establece 
claramente en qué situaciones puede declararse reservada la información y, en el artículo 
10 se establece en qué situaciones puede declararse la confidencialidad de la 
información. A mi juicio aquí el Ministerio del Interior incurre en una pequeña trampa 
-perdóneseme la expresión, pero me parece bastante gráfica; con esto no pretendo 
juzgar intenciones- puesto que la fundamentación jurídica de las resoluciones a mi juicio 
está mal realizada, porque el Ministerio dice apoyarse en el artículo 9, que en principio 
está bien ya que el artículo 9 sin duda hace referencia a las motivaciones en cuanto a la 
declaración de la reserva. Concretamente el literal A) refiere a la seguridad pública y el B) 
a las situaciones que ponen en riesgo la vida y la dignidad humana. No obstante, a mi 
juicio las resoluciones se saltean el artículo 8, que establece que la información reservada 
y la confidencial, que son las excepciones o la aplicación de las excepciones que 
establece el artículo 8, son de interpretación estricta. 


El artículo 8 dice: "Las excepciones a la información pública serán de interpretación 
estricta y comprenderán aquellas definidas como secretas por la ley" -no es el caso 
porque estamos en el plano de las resoluciones- "y las que se definan seguidamente 
como de carácter reservado y confidencial". Está claro que todas tienen que ser de 
interpretación estricta. ¿Qué quiere decir esto? Que la reserva y confidencialidad deben 
recaer sobre aspectos estrictos, específicos y concretos. A nuestro juicio, la actuación 
desorbitante del Ministerio del Interior en estos temas se concreta en estas resoluciones, 
en la medida en que se incluye una variadísima, amplísima y muchas veces ilimitada 
materia referida a los cometidos del Ministerio del Interior. 


Hay dos resoluciones que entiendo como razonable y justificado que vayan por el 
camino de la reserva. Una es la que establece o incluye todos los aspectos relacionados 
con la seguridad personal del señor Ministro, el señor Subsecretario, el Director General y 
los jerarcas del Ministerio; esto no me preocupa demasiado y me parece razonable. La 
otra refiere a la estrategia vinculada con actividades relacionadas con procedimientos de 
combate a la delincuencia, etcétera. Esto parece sensato y razonable. Pero las demás 
resoluciones nos merecen objeciones en el contexto y en el marco de lo que describí con 
carácter general. 


Otra resolución establece la reserva de toda la información referida a la custodia de 
los establecimientos de reclusión -eso puede parecer sensato, pero después, 
aprovechando el impulso, se dice que también se clasifica como reservada la información 
relativa a la cantidad y distribución del personal policial, los móviles del servicio y su 
distribución, el armamento de que se dispone, la tecnología utilizada, etcétera. 
Obviamente, esto no tiene límite ni plazo con la vigencia que prevé la ley que es de 
quince años, como está establecido a texto expreso. 


Otra resolución establece como reservada la información referida al ejercicio de la 
actividad policial, en particular con respecto a hechos y personas e información que sea 
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recabada con la finalidad de la preservación del orden público -eso parece sensato-, pero, 
aprovechando el impulso se establece que también queda clasificada la organización del 
servicio policial, la cantidad de efectivos, de móviles disponibles, la distribución por 
unidades y operativas territoriales por turnos, el armamento de que dispone el Ministerio, 
las posibilidades de respuesta, etcétera. 


Otra resolución claramente genérica, a mi juicio ilimitada y, por lo tanto, desde mi 
punto de vista extralimitada, incluye todo lo relativo a la estructura edilicia y ubicación de 
las distintas dependencias del Ministerio, tanto de la Secretaría de Estado como de las 
Direcciones Nacionales y las Jefaturas departamentales; es decir: todo lo que concierne a 
las dependencias del Ministerio del Interior también cae en la clasificación genérica de la 
información reservada. 


Todos los procedimientos disciplinarios que se lleven adelante en el Ministerio del 
Interior en aplicación del Decreto N* 500, investigaciones administrativas y sumarios y 
cualquier situación de las que se dan habitualmente en cualquier repartición pública por 
una falta o irregularidad cometida por un funcionario o dependiente que motive una 
investigación administrativa, cualquier situación interna que provoque un sumario y una 
actuación administrativa, a partir de la aprobación de esta resolución se establece el 
mecanismo para que sobre eso no haya luz, no haya posibilidad de acceder, de preguntar 
y de que se ejerza el control ciudadano. Supongo que esto alcanza los pedidos de 
informe de los señores Diputados porque aquí no se hace la excepción y en eso habría 
una inconstitucionalidad ya que el artículo 118 de la Constitución establece que los 
legisladores podemos preguntar y pedir informes a la Administración. Repito que sin duda 
me parece que hay una clasificación genérica que se vuelve peligrosa. 


Otra resolución hace referencia a todos los procedimientos de la División de Asuntos 
Internos. Se supone que esta resolución está enganchada con la anterior, porque la 
División de Asuntos Internos es la que tiene competencia en el accionar doméstico y en 
las situaciones internas que hacen a esa Secretaría de Estado. 


La última resolución de las ocho que mencioné y que estamos analizando en el día 
de hoy, hace referencia en forma francamente ilimitada, indiscriminada y sorprendente a 
la descripción y detalles de todos los materiales e insumos que utiliza el personal policial 
como vestimenta. Esto indica que no es taxativo, sino descriptivo y puede incluir todo lo 
que la autoridad administrativa resuelva y el señor Ministro disponga, como vestimenta, 
armas, equipo de comunicación, vehículos de transporte, cantidad de combustible 
asignada a los mismos, equipamiento para combate, así como todo lo referente -esto es 
muy importante- a la adquisición, mantenimiento, cuidado, depósito, uso, desafectación, 
etcétera. 


Me quiero detener en el concepto de la adquisición. ¿Qué quiere decir esto? Que 
cuando el Ministerio compra o llama a licitación para la adquisición de insumos y 
materiales, por imperio de esta resolución -repito que a mi juicio es totalmente ¡legal- la 
información será pública en la medida en que el señor Ministro o la jerarquía del 
Ministerio lo resuelva y si no, no lo será, y no tendremos acceso a ella ni los legisladores, 
ni la prensa, ni los ciudadanos a través de los mecanismos que curiosamente establece la 
ley que se invoca. 


Me parece que esa es la interpretación lineal de lo que estoy afirmando en el día de 
hoy. 


Por otra parte, los comentarios que se hicieron por esos días, me parece que son 
reafirmatorios de lo que estoy expresando, porque cuando esto tomó estado público en el 
mes de setiembre el señor Ministro se refirió a estas resoluciones y quedó claro que el 
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propósito es mantener la reserva. Y seguramente se hace en nombre de los más altos 
intereses nacionales, de la seguridad pública, de las garantías individuales -cosa bastante 
paradójica- y de las libertades públicas, porque también se mencionan en el cuerpo de las 
resoluciones respectivas, pero me parece que es una forma polémica de asegurar las 
garantías y de consolidar las libertades. 


El señor Fernando Gil, Jefe de la Unidad de Comunicación del Ministerio, que en 
aquel momento fue una suerte de vocero de estas resoluciones que se adoptaron, no 
deja ninguna duda con relación a cuál fue el sentido de las resoluciones que se 
adoptaron. Dijo que las resoluciones apuntan a impedir que se divulgue información que 
pueda comprometer la acción del Ministerio y remata su afirmación de una forma muy 
importante: sostuvo que toda la información que el Ministro Bonomi no considere 
reservada será difundida. Quiere decir que toda aquella información que el Ministro 
considere que es confidencial se mantendrá así. Repito que las resoluciones están 
abiertas, son descriptivas, enunciativas y no son taxativas en su enumeración pues 
pueden caer en esta clasificación de la reserva. 


Todo esto nos preocupó y también nos preocupó que el Ministro, que siempre ha 
sido solícito con el Parlamento, porque siempre ha venido como es su obligación y 
también ha respondido a los pedidos de informe en tiempo y forma, cuando cursamos con 
bastante claridad un exhaustivo pedido de informes sobre este tema con fecha 10 de 
setiembre -los plazos legales para contestar vencieron el 19 de noviembre, nunca nos 
respondiera. Obviamente, esta circunstancia alimentó nuestra preocupación. 


Básicamente, este es el tema que queremos debatir, así como escuchar las 
explicaciones del señor Ministro. 


También nos llamó la atención la forma en que se ejercieron las presuntas 
facultades que prevé la ley que, repito a mi juicio, se llevaron demasiado lejos o bastante 
más allá de los límites de la ley, pero nos resultó curioso el momento en que se utilizaran 
estas facultades o excepciones, que a mi juicio están mal utilizadas. Fue al borde del 
vencimiento del plazo legal. La ley de acceso a la información es del año 2008 y se 
estableció un plazo para utilizar la declaratoria de reserva que, a través de la Ley de 
Presupuesto del año 2010, se extendió hasta el 31 de julio de 2012. El señor Ministro 
asumió su cargo el 1? de marzo de 2010 y me llama mucho la atención que si esto era tan 
necesario, imperioso e indispensable para que los uruguayos pudiéramos tener seguridad 
y la gestión se pudiera desarrollar adecuadamente, que se haya esperado a julio de 2012 
al filo del vencimiento del plazo legal para proceder en este sentido. Está dentro de los 
plazos, pero igual llama la atención, sobre todo cuando ha habido un uso de las 
facultades legales a mi juicio exorbitante. 


Estas son nuestras preocupaciones. Por supuesto que escucharemos las 
explicaciones del Ministro y sacaremos nuestras conclusiones como es habitual. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a hacer algunas aclaraciones generales y 
luego voy a solicitar que haga uso de la palabra el doctor Carrera. 


La Ley N* 18.381 prevé tres situaciones: el secreto, la reserva y la confidencialidad. 
Nosotros no establecimos nada como secreto ni confidencial, solamente establecimos 
reserva. Es decir que cuando se plantea que clasificamos como reservado o confidencial 
es equivocado, porque no clasificamos nada como confidencial en estas resoluciones, 
solamente es reservado. 


Entre 2010 y 2011 las preguntas que se hacían eran respondidas sin problemas. Sin 
embargo, en 2012 se empezaron a hacer preguntas y no a través de pedidos de informes 
sino que algunos legisladores llamaban a una seccional y preguntaban determinadas 
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cosas a los comisarios. En algunos casos, no les respondían y en. otros 
sorprendentemente sí, porque no hay por qué responder preguntas mediante una llamada 
telefónica con respecto a cuántos vehículos hay, cuántas armas, cuántos chalecos 
antibalas o el grado de protección que tienen. Si uno responde la pregunta en cuanto al 
grado de protección, responde también a qué tipo de proyectil es vulnerable; por lo tanto, 
esa información es reservada. Todo lo que hace a cómo se va a manejar la policía ante 
un enfrentamiento con delincuentes, es reservado y el que no lo entienda así, se 
equivoca. 


Una cosa es que se nos pregunte dónde está ubicada una cárcel o dónde está 
ubicada la Dirección Nacional de Migraciones o la Dirección Nacional de Identificación 
Civil, y otra cosa es que se nos pregunte cuáles son los planos de la cárcel porque esa 
pregunta no la vamos a responder. No tenemos por qué decir cuáles son los planos ni las 
vías de acceso a la cárcel. Estas son las preguntas que se nos hacen. Si no se entiende 
que esto es reservado, algo está mal porque desde el punto de vista legislativo, qué tipo 
de plano y de construcción o qué tipo de material tienen las cárceles no es una 
información conducente, y nosotros la vamos a clasificar como reservada. Insisto con que 
es reservada porque la reserva establece en qué condiciones, dónde y cómo se puede 
responder la pregunta, ya que no se puede responder a todo el mundo. Eso es lo que 
establece la reserva. El secreto y la confidencialidad son otra cosa. Todas estas 
resoluciones hacen a distintos aspectos de la operativa policial. 


En cuanto a las adquisiciones, debo decir que el Tribunal de Cuentas considera la 
información como reservada o secreta. Por lo tanto, si el Tribunal de Cuentas lo considera 
y lo admite así, ¿por qué nosotros no vamos a poder decir que es secreto? No son todas 
las adquisiciones. Además, hubo un folclore bastante profuso, porque se intentó decir que 
dentro de estas resoluciones estaba la información sobre delitos y no es así. No se 
considera reservado que el Ministerio del Interior informe sobre delitos; sin embargo a la 
gente se le dijo eso y se fundamentó que se había sacado una resolución para no dar la 
información sobre delitos. 


Se trata de ocho resoluciones -las tengo en mi poder y supongo que los señores 
legisladores las tendrán- y ninguna establece nada sobre la información respecto a los 
delitos cometidos o cuándo se cometieron. No hay nada reservado; no lo hay. Por lo 
tanto, yo creo que lo que hacen estas ocho resoluciones es considerar reservado, por el 
artículo 9%, y no confidencial y secreto. 


SEÑOR CARRERA.- Quisiera decir que plantear la temática, tal como lo hizo el 
señor Diputado Abdala, está mal, porque al hablar de transparencia en la gestión pública 
y control debemos hacer una distinción. Una cosa es el acceso a la información pública, 
que es lo que permite esta ley, y otra cosa es la transparencia en la gestión pública, el 
control, donde existen mecanismos institucionales y de control interno. Nosotros sabemos 
lo que es el Tribunal de Cuentas, la Auditoría Interna de la Nación, la transparencia de las 
compras estatales, por ejemplo, a través de la página "compras estatales" porque todas 
las licitaciones, salvo la excepción de que sea secreta por razones que puedan 
comprometer la seguridad, que son las menos, deben ser publicadas en la página. De lo 
contrario, estaría viciado el procedimiento de la compra. Entonces, me parece que esto lo 
debemos plantear así y hacerlo donde se debe, que es lo que consagra la ley. 


La Ley N* 18.381 establece como principio general que la información que maneja la 
Administración Pública tiene, precisamente, el carácter de pública y puede ser conocida 
por todos. Es decir: reconoce el derecho de acceso de todas las personas a la 
información. Pero, no obstante la amplitud de la consagración legal, la misma ley 
establece el respeto de excepciones y secretos establecidos y la existencia de 
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información que puede ser clasificada como secreta, reservada y confidencial, como 
decía el señor Ministro. 


En síntesis, sin perjuicio de consagrar un sistema que hoy está haciendo la 
transparencia en la gestión pública, que otorga el acceso a la información en poder de 
todo organismo público, la misma ley reconoce que determinada información no puede 
ser de dominio público. Esta última información la clasifica en tres categorías: secreta 
tiene su fuente en la ley-, reservada -como se establece en el artículo 9*- y confidencial 
-dispuesta en el artículo 10- . El artículo 9* establece cuál información puede clasificarse 
como reservada y, precisamente, en el literal A) se establece la hipótesis de cuándo su 
discusión pueda comprometer la seguridad pública o la defensa Nacional. Asimismo, en 
el literal D) se prevé que puede ser clasificada como reservada aquella cuya difusión 
pueda poner en riesgo la vida, la dignidad humana, la seguridad o la salud de cualquier 
persona. Con fundamento en el mencionado artículo, el Ministerio del Interior ha 
clasificado como información reservada la que hace a la seguridad de quienes ocupan 
cargos jerárquicos en el Ministerio del Interior y en la Policía Nacional. 


Asimismo, se ha clasificado como información reservada aquella relativa a los 
procedimientos disciplinarios previstos en el Decreto N* 500. Este Decreto del año 1991 
ya establecía a texto expreso que lo que tiene que ver con los procedimientos 
disciplinarios y los sumarios es secreto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El Poder Ejecutivo, en el Gobierno del Partido 
Nacional, consideró la necesidad de mantener secretos determinados procedimientos 
sumariales. 


SEÑOR ABDALA.- Eso ya lo sabíamos. 


SEÑOR CARRERA.- Como decía, asimismo se ha clasificado como información 
reservada aquella relativa a los procedimientos disciplinarios previstos por el Decreto N* 
500/91, llevados a cabo en el Ministerio del Interior y sus dependencias. 


Al respecto, cabe mencionar que dichos procedimientos ya revestían el carácter de 
secretos según las disposiciones del referido decreto. Pero en tanto la ley de acceso a la 
información pública establece que el carácter de secreto de una información debe ser 
determinado por ley, la información se clasifica como reservada para mantenerla fuera del 
carácter público en respeto a la honra de los funcionarios involucrados. Esto no tiene 
excepción. Cuando hay un procedimiento disciplinario o un sumario, este es reservado. 
Por lo menos, la Administración tiene la obligación de mantenerlo en reserva. Si la prensa 
se entera por alguna razón y lo difunde, es un problema de la prensa, no de la 
Administración. Reitero: la Administración tiene la obligación de mantenerlo en reserva 
hasta las últimas consecuencias. 


Lo mismo puede decirse de la información resultante de las actuaciones que lleva la 
Dirección de Asuntos Internos, con dos agregados, porque dicha Dirección puede actuar 
como auxiliar de la Justicia. Si lo hace así el Código de Procedimiento Penal establece 
que sus actuaciones son secretas, porque tiene la reserva del secreto presumaria. Es 
decir: el Código de Procedimiento Penal, en la primera etapa del proceso penal que se 
llama presumario, la establece como secreta. Esto ya lo establece una ley como secreto. 


Por su parte la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008 que reguló la actividad de la 
Dirección de Asuntos Internos ya preveía la existencia de actuaciones que son secretas, 
reservadas y confidenciales. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quisiera agregar una tercera situación a 
Asuntos Internos. Una es cuando actúa como auxiliar de la Justicia, otra cuando lo hace 
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en una investigación interna, y la tercera es cuando como resultado de la investigación 
interna pone en conocimiento del Juez lo que está investigando porque puede ser de 
carácter delictivo. Entonces, ahí pasa también al secreto del presumario porque cuando el 
Juez lo toma, generalmente le pide a Asuntos Internos que siga investigando y se pone 
en la primera situación mencionada. Es decir: no surge la investigación judicial primero, 
sino que se trata de una investigación de Asuntos Internos que la comunica al Juez y 
provoca la primer situación. Entonces, también por secreto de presumario tiene que 
mantener la reserva, el secreto y la confidencialidad. 


SEÑOR CARRERA.- También fue clasificada como información reservada la 
relativa a los procedimientos policiales llevados a cabo, así como aquella información que 
hace a la logística de la entidad policial, esto es la cantidad de efectivos disponibles, de 
armamento, medios de comunicación, vehículos y planes de operaciones. Esto se hace 
basados en que dicha información, en poder de la delincuencia, puede poner en grave 
riesgo la seguridad pública. Sabido es que la delincuencia, en especial el crimen 
organizado, ha aumentado su capacidad potencial para enfrentar a las fuerzas policiales 
y nosotros nos debemos profesionalizar para enfrentar esta problemática. 


De manera que debemos ser sumamente cautelosos en la difusión de aquellas 
circunstancias que guardan relación con la posibilidad de respuesta policial ante 
disturbios, alteraciones del orden público y actividades delictivas. La información relativa 
a eso no puede ser difundida ni proporcionada a cualquier persona sin expresión de 
causa. El derecho al acceso a la información que viene a mencionarse debe ceder ante el 
interés de preservar la seguridad pública que se sustenta en la efectividad de los 
servicios policiales los que, en definitiva, existen para defender a toda la sociedad. 


La clasificación que se realizó tiene el alcance previsto en la ley de acceso a la 
información pública, por lo que aquella naturalmente está disponible para el Parlamento y 
para la Justicia. Conforme a lo que nos enseñaron, y hemos aprendido en la Facultad de 
Derecho, existe algo que se denomina pirámide de Kelsen en la que hay un orden, que es 
el siguiente: la Constitución de la República, la ley, los decretos de interés general y las 
resoluciones. El derecho de los pedidos de informes de los señores legisladores, está 
consagrado en la Constitución de la República. Por tanto, a nosotros no se nos pasa por 
la cabeza, a través de una resolución, dejar de aplicar una norma constitucional. 
Nosotros, por costumbre y por orden del señor Ministro, contestamos todos los pedidos 
de informes. 


SEÑOR ABDALA.- Este no. 
SEÑOR CARRERA.- Este no lo contestamos, pero estamos acá. 


En definitiva, el Ministerio del Interior con fundamento en una norma legal, en el 
artículo 9% de la Ley N* 18.381 de 17 de octubre de 2008, ha clasificado determinada 
información como reservada, haciendo uso del margen de discrecionalidad que esta 
norma concede a la Administración, ponderando debidamente la necesidad de esa 
clasificación con el criterio antes explicitado. 


Como dije al principio, creo que debemos diferenciar lo que es transparencia en la 
gestión pública y control del acceso a la información pública. Nosotros somos muy 
respetuosos, pero vimos la necesidad de dictar estas resoluciones basados en lo que 
decía el señor Ministro y dentro de los plazos legales. Teníamos un plazo legal hasta julio 
de 2012 y así lo hicimos. Las resoluciones no son incorrectas, como se dijo, sino que son 
acordes a derecho; no se declara información como secreta o confidencial, sino como 
reservada. Realmente, nosotros creemos que hay que ser muy respetuosos de la 
institucionalidad y no podemos hacer lecturas mal intencionadas de las resoluciones. 
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Estas resoluciones ceden ante los pedidos de la Justicia, que es lo correcto y lógico, y 
ante el pedido de los señores legisladores, representantes nacionales, que es uno más 
de los mecanismos de control que tiene la gestión pública. 


Me gustaría que lo antes mencionado quedara claro, porque muchas veces con 
lecturas mal intencionadas se trata de hacer una diferenciación y parece como que 
nosotros estamos reservando todo o declarando todo como confidencial, cuando no es 
así porque la institucionalidad propia tiene mecanismos de control. Por ejemplo, el 
Tribunal de Cuentas es un mecanismo de control que está establecido en la Constitución 
de la República y en el que está representada la oposición así como el partido de 
Gobierno. Allí hay un control. Además, está la Auditoría Interna de la Nación; hay una 
serie de mecanismos de control y de transparencia en la gestión. 


En cuanto a las compras, podemos decir que nosotros tenemos que publicarlas. Las 
que no son secretas se publican en el Diario Oficial, que es un mecanismo de 
transparencia y de difusión y en la página de compras estatales. Así que no podemos 
hacer afirmaciones livianas. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero empezar con una afirmación fuerte, realizada por el 
doctor Carrera. Él se refirió a lecturas mal intencionadas y, francamente, en principio, yo 
no voy a darme por aludido, pero si tuviera que hacerlo lo consideraría un atrevimiento 
porque ese no ha sido el tenor de mi intervención. No me considero malintencionado 
porque, en primer lugar, no necesito serlo. Simplemente, considero que por lo pronto -y 
por eso no necesito juzgar intenciones- esas resoluciones están profundamente 
equivocadas, son profundamente ilegales y a partir de las explicaciones que se han 
ensayado, a partir de las explicaciones del señor Ministro y del señor Director General, 
creo que esto ha quedado absolutamente corroborado. 


Yo también aprendí sobre la pirámide de Kelsen, inclusive antes de entrar a 
Facultad, porque se enseña en preparatorio, en Introducción al Derecho. Y veo que 
quienes se han salteado la pirámide de Kelsen son las autoridades del Ministerio del 
Interior, porque precisamente hay normas constitucionales y normas legales, la propia ley 
de acceso a la información, que han sido absolutamente soslayadas. Además, se le ha 
hecho una finta al artículo 8% de la ley de acceso a la información, porque en ningún 
momento la explicación que trajo por escrito el doctor Carrera y que leyó en esta 
Comisión hace referencia al artículo 8% y a una expresión de este artículo que tiene que 
ver con el secreto, la reserva y la confidencialidad, que es el de la interpretación estricta. 
Y si algo no hacen estas resoluciones es, precisamente, consagrar con carácter estricto 
la información y la competencia que declaran como reservada. Eso me parece que está 
clarísimo. 


Aquí no ha habido, específicamente y de manera estricta, una definición o una 
declaración de reserva sobre determinada información; se incluyen sí, por ejemplo, los 
operativos policiales, lo cual está bien, o la custodia del Ministro, lo cual también está 
bien. Ahora, al barrer, establecer con este carácter todas las adquisiciones de insumos y 
materiales del Ministerio, en forma descriptiva, como por ejemplo, tal y cual y, por lo tanto, 
como dice el señor Gil, todas las que al señor Ministro se le ocurran, no es aplicar 
correctamente la ley; eso es violar una ley a partir de estas resoluciones que el Ministerio 
del Interior ha adoptado. 


Esa es mi interpretación. Se podrá decir que es incorrecta, que está mal. Claro, uno 
puede pelearse con la realidad, pero muchas veces la realidad es de tal contundencia y 
tan rotunda que -como todo hecho notorio- no necesita ser probada. 
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El señor Ministro empezó diciendo que esto obedecía a que los legisladores 
llamaban a la seccional. Capaz que eso lo motivó a ingresar por este camino. Yo alguna 
vez llamé, no a una seccional, pero sí al Ministerio del Interior buscando alguna 
información estadística, y muy correctamente se me dijo: "Mire, debería usted dirigirse a 
la Unidad de Comunicaciones". Me pareció bien y fue lo que hice. Debo reconocer que 
después obtuve la información. Recuerdo que en aquel momento yo estaba tratando de 
saber cuántos autos se robaban por año en el Uruguay. Ahora, para eso me parece que 
tampoco era necesario, o con ese pretexto o excusa, ir por el camino de estas ocho 
resoluciones que, repito, a mi juicio lo que procuran es convertir en regla la excepción. La 
ley establece excepciones -reitero: la ley de acceso a la información, que se supone que 
nos debe garantizar el acceso a los datos del Ministerio del Interior-, pero en este caso se 
vuelven a establecer por vía de excepción todas las competencias que aquí se 
establecen, que tienen una amplitud absolutamente desproporcionada. 


Sobre las adquisiciones, si el Director General de Secretaría me asegura que las 
publica en la página web me parece bien, pero entonces ahí hay algo que está mal. O 
está mal lo que hace el Ministerio, que dejaría de estarlo si las licitaciones se publican, o 
está mal la resolución. Bueno, capaz que el Ministerio no está cumpliendo con su propia 
resolución. Pero la resolución del Ministerio dice que las adquisiciones de materiales y las 
compras son reservadas. 


Por ejemplo, hoy el diario "El País" publica que el Ministerio del Interior compró 
balas para la Policía y pagó US$ 740.000 en una compra directa y reservada. En 
aplicación de esta resolución que yo acabo de invocar, si al Ministerio se le hubiera 
ocurrido no dar a luz esta información, podría haberlo hecho. Y si ahora se me contesta: 
"No, en realidad eso está publicado en la página web", entonces, ¿para qué aprobó la 
resolución? Hay algo que no me cierra. Creo que lugar para las dos cosas, francamente, 
no hay. 


En cuanto a los procedimientos administrativos del Decreto 500 yo ya sabía que 
eran reservados. ¡Claro que sí! Ahora, ¿la reserva es para siempre? No, es la que 
establece el Decreto 500, obviamente, mientras se sustancia el procedimiento. Es la 
propia reserva del sumario o del presumario de las actuaciones judiciales. Pero no es la 
misma reserva que la de la ley de acceso a la información. La reserva establecida en esta 
ley es de quince años, no mientras dure el procedimiento. Y miren, señores Diputados, el 
carácter contundente con que esto está resuelto con relación a los procedimientos 
disciplinarios. Dice: "(...) toda aquella información y documentación relativa a 
procedimientos disciplinarios prevista por el Decreto 500, informaciones de urgencia, 
investigaciones administrativas y sumarios administrativos llevados a cabo en el 
Ministerio del Interior y sus dependencias". Esto no da lugar a más nada y va mucho más 
allá del Decreto 500. Tanto más allá va que, justamente, se pretende invocar una facultad 
que a mi juicio se utiliza de manera abusiva prevista en una ley que se supone está para 
garantizar el acceso a la información. Y lo mismo sucede con relación a la competencia 
de la Dirección de Asuntos Internos. Está bien. Claro que hay normas que establecen 
determinadas reservas o determinadas restricciones a la hora de la publicidad. Pero 
entonces -yendo a la pirámide de Kelsen- si hay normas que ya establecen que cuando el 
Ministerio actúa como auxiliar de la Justicia existe la obligación de la reserva, ¿qué 
necesidad hay de aplicar una resolución de este tenor? Si ya rige esa norma, que se 
cumpla. 


Ahora, si rigiendo esa norma y cumpliéndose o no, el Ministerio considera necesario 
declarar como reservada toda aquella información y documentación -por quince años 
como dice la ley- relativa a procedimientos llevados a cabo por la Dirección de Asuntos 
Internos, eso va mucho más allá de la reserva legal. ¿Cómo no va a ir mucho más allá? 
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Por eso, repito, a mi juicio esto termina por volverse ¡legal, por la pirámide de Kelsen que 
aquí tanto se invoca y que no solo hay que invocar, sino que es bueno tenerla en cuenta 
cuando uno tiene que administrar y gobernar. 


Básicamente, señor Presidente, estos son los comentarios adicionales que nosotros 
queríamos formular. 


Las explicaciones de ahora -aunque esto va a seguir- no nos resultan para nada 
satisfactorias y confirman enteramente nuestras dudas. Yo creo que ha habido una 
equivocación, no digo mala intención, porque me parece que eso sería un atrevimiento, 
como dije antes, pero sí creo que realmente ha habido una actuación administrativa del 
Ministerio del Interior por encima del marco legal vigente. Desde ese punto de vista, me 
parece muy bien que hoy la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración hoy se esté dando tiempo para analizar esto porque, entre otras cosas y 
como dicen las propias resoluciones, la actuación del Ministerio tiene que ver con la 
seguridad pública, con los derechos de los ciudadanos y con las libertades públicas. Por 
eso -como dije al comienzo de mi intervención inicial, me parece que estamos frente a un 
tema de rango similar al que esta Comisión se aboca tantas veces cuando analiza los 
temas de la seguridad pública, las estadísticas, los datos y la información sobre los 
delitos. Y, dicho sea de paso, no sé quién dijo que estas resoluciones excluían la 
transparencia en materia de información estadística. No fui yo; yo no lo dije. No está en 
las resoluciones; tiene razón el señor Ministro. Yo no lo dije; lo habrá dicho alguien; 
puede ser, pero no fui yo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Se dijo en radio, en televisión, en la prensa 
escrita; por todos lados se dijo que se utilizó esto para no dar información sobre los 
delitos. Se dijo; no hay que buscar mucho para encontrarla. Fue dicho a lo largo y ancho 
del país. 


Voy a reiterar lo que estaba diciendo. La Ley N* 18.381 reconoce el derecho de las 
personas en general, ya sea legisladores, bancarios, etcétera, de todo el mundo. Y si un 
delincuente, que no se sabe que lo es, pide información, hay que dársela, y nosotros no 
se la vamos a dar. Esta información la consideramos reservada y la pueden pedir quienes 
tengan determinada calificación para manejarla, pero no todas las personas; no la vamos 
a dar. 


La resolución no abarca todas las compras, por eso se publican, pero hay compras 
que no se van a dar a conocer a todas las personas. ¿Por qué se hace una resolución? 
Porque no se llama al Ministro ni al Director General para preguntarle cuántos vehículos 
hay, hasta dónde resisten las balas los chalecos antibalas o cómo son los planos de las 
cárceles. No se va al Ministro, se va a un funcionario. Entonces, nosotros le decimos a 
nuestros funcionarios: no, esto es reservado; para acceder a esta información, hay que ir 
por determinados carriles, y no cualquiera la puede decir. Ese es el sentido de esto. 


En cuanto a la información sobre cuestiones disciplinarias o sumarios, recién 
terminado un sumario o una resolución, se podrá decir. 


Hemos tenido un promedio de 200 sumarios por año. La mayoría terminó en 
destitución y, muchas veces, lo que preguntan, lo hacen durante la marcha del sumario y, 
después lo detonan en la prensa, entorpeciendo toda una investigación. No lo vamos a 
dar. Entonces, les recordamos a nuestros funcionarios que esas cosas no se informan. 
Es ese el sentido de la resolución. Es así cómo se maneja esta información reservada. Si 
es reservada no la manejan todos los integrantes del Ministerio sino autoridades de 
determinados organismos. Se accede, pero a partir de determinados procedimientos y no 
de una llamada por teléfono, porque la llamada que hacía un Diputado -porque me dijo: 
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yo lo llamo- la puede hacer cualquier persona que dice ser Diputado o periodista y 
preguntar las mismas cosas, y por teléfono no se acredita la condición de Diputado o de 
periodista; solo dice que es Diputado o periodista y pregunta. Entonces, nosotros 
establecemos la reserva de esas cosas que se preguntan por teléfono. 


Si hay un pedido de informes, sustanciaremos los pedidos de informes, pero 
también aclaro -porque estuve en esta Comisión y lo discutimos- que hubo un 
determinado pedido sobre equipos de inteligencia, y también lo respondimos 
reservadamente. Acá no hay nada que sea planteado en general. Se establecen 
determinados elementos en los que se va a aplicar la reserva; se clasificará como 
reservada y no se dirá. 


SEÑOR CARRERA.- Me gustaría que quedara claro que, en nuestra gestión, todos 
los días se aplica esta ley porque todos los días hay pedidos de acceso a la información 
pública y se generan expedientes. Y como hay plazos especiales de diligenciamiento y de 
contestación, es necesario que el Ministerio la aplique todos los días, salvo que se trate 
de alguna situación excepcional, como en la que nos llegaron a pedir los planos de las 
cárceles, de las comisarías, o el blindaje de un chaleco; ese tipo de información no la 
vamos a brindar. 


Reitero que la ley se aplica todos los días, porque parece que en el Ministerio del 
Interior pierde vigencia y no es así. Todos los días se reciben consultas y si no 
contestamos en los plazos legales, hay una acción judicial que puede establecer el 
interesado. 


SEÑOR BANGO.- Del intercambio que ha habido entre el Diputado que ha 
solicitado la información y las autoridades del Ministerio del Interior, nos queda 
meridianamente claro que el manejo de la información se está aplicando correctamente, 
como corresponde y con responsabilidad. Nos queda claro que está dentro de los marcos 
legales que corresponden, y queremos felicitar al señor Ministro y a su equipo por estar 
haciendo un uso responsable de la información, ya que eso redunda en la protección de 
todos los ciudadanos, que es lo que nosotros perseguimos. 


La bancada del Frente Amplio no considera que debamos seguir con esto. 
Entendemos que el punto ha sido suficientemente tratado y, por economía de tiempo, nos 
gustaría -si los demás colegas lo consideran pertinente- pasar a considerar el proyecto 
relativo a faltas, reiterando nuestra satisfacción por las respuestas brindadas, por la 
seguridad que nos dan de que están aplicando la ley en todos sus términos y por la 
responsabilidad con la que están transmitiendo la información en aras de la protección de 
los humanos, que es lo que corresponde a un Ministerio del Interior. 


SEÑOR ABDALA.- Comparto con el señor Diputado Bango que la instancia de hoy 
ha rendido los frutos que era esperable que rindiera, porque difícilmente podamos 
avanzar más de lo que hemos avanzado. 


Está claro que tenemos una diferencia conceptual que, además, tiene 
características de interpretación o de aplicación jurídica. 


Nosotros simplemente queremos anunciar que vamos a estar muy atentos al uso y a 
la aplicación que haga el Ministerio de las resoluciones que adoptó a la luz del marco 
legal vigente y de la propia Constitución de la República. 


Nos gustaría mucho que se nos contestara el pedido de informes. Podemos solicitar, 
de acuerdo con ley -no lo descartamos, que la Cámara lo haga suyo en la medida en que 
la Administración no ha respondido en tiempo y forma, pero nos ayudaría bastante recibir 
la respuesta por escrito porque, más allá de que hoy hemos hablado sobre estos temas, 
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la respuesta a un pedido de informes tiene valor documental al fijar una posición por parte 
de la Administración, y eso facilita la tarea legislativa y de contralor. 


Queríamos dejar esta constancia y agradecer una vez más -porque una cosa no 
quita la otra- al señor Ministro y a las autoridades que lo acompañan por comparecer en 
la jornada de hoy. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Solamente quiero pedir que se reitere el 
pedido de informes porque yo no lo registro. 


SEÑOR ABDALA.- Ahora mismo le alcanzo una copia. 
(Así se procede) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces pasamos a considerar el asunto relativo a faltas 
en el orden público. 


(Diálogos) 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Creo que lo más importante en el propio 
proyecto es la estrategia por la vida y la convivencia. Hoy existe una Ley de Faltas, pero 
no se aplica porque hay una disolución de los Juzgados de Faltas. Cuando la Policía 
detiene a alguien que cometió una falta y lo lleva ante el Juez Penal. La Suprema Corte 
de Justicia resolvió descentralizar el tema entre los Jueces Penales, y estos dicen que no 
pueden hacerse cargo del tema por el trabajo penal que tienen, que es mucho. Entonces, 
inmediatamente se libera a quien fuera detenido, sin que corra la multa ni la prisión 
equivalente. Entonces, creemos que debe existir una ley de faltas. 


Nosotros hablamos de dique de contención entre la vida normal y la vida delictiva, 
pero en la medida en que han cambiado las cosas, pensamos que la ley tiene que 
cambiar, porque contiene algunas faltas que ya no tienen mucho sentido y, a la vez, se 
cometen atentados a la convivencia que configurarían faltas que hay que incorporar al 
proyecto de ley. 


Por otra parte, nos parece que es importante modificar la pena. En la actual ley de 
faltas, las penas son multas o prisión equivalente. Consideramos que hay que eliminar la 
multa y establecer trabajo comunitario, que puede ir de siete días a un mes, de acuerdo 
con lo que resuelva el Juez y con la gravedad de las faltas; eso le daría otro sentido al 
tema. 


Que la pena esté adecuada a la falta que se cometió significa que, por ejemplo, si la 
falta fue arrojar desperdicios en lugares no habilitados, que la pena esté relacionada con 
el trabajo tendiente a limpiar las calles durante siete días a un mes, de acuerdo con la 
gravedad. Y si no se cumple con eso, entonces sí aplicar la prisión equivalente, pero 
principalmente tiene que apuntar al trabajo comunitario. 


La instrumentación del trabajo comunitario tendría que hacerse a través de la 
Oficina de Seguimiento de Libertad Asistida, que debe controlar que se lleve a cabo e 
informar al Juez competente sobre las actuaciones. Además, el Ministerio del Interior 
puede suscribir convenios con instituciones públicas o privadas que desarrollen su 
actividad en todo el país. Entendemos que eso es muy importante. 


¿Cuáles son las faltas? Creo que todos las conocen porque están en el proyecto. 
Hay faltas contra el orden público, contra la moral y las buenas costumbres, contra la 
salubridad pública, contra la integridad física, contra la propiedad y por la afectación y 
deterioro de los espacios públicos. Esto va acompañado por lo que se votó en la 
Rendición de Cuentas, y se afectan fondos del Ministerio del Interior para recrear 
Juzgados de Faltas que se encarguen de eso, en acuerdo con la Suprema Corte de 
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Justicia. Así que una vez votado el proyecto y que se transforme en ley, estaremos en 
condiciones para que haya Jueces que se encarguen del tema, corrigiendo lo que había 
pasado anteriormente. 


La instalación de esos Juzgados también llevará a nuevos procesos por faltas que 
se cometan en el país. O sea que su aprobación nos parece importante. Es un 
instrumento bueno y preventivo que, de aplicarse, va a ayudar. 


Lo demás está en el proyecto, con las modificaciones que puedan introducirse. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Voy a formular una pregunta que también le hicimos hoy 
a la delegación de la Suprema Corte de Justicia, viendo la práctica de cómo ha 
funcionado el trabajo comunitario. 


Ellos nos reconocían que la propia Suprema Corte de Justicia estaba en falta porque 
no había reglamentado, sobre todo, el pago de ese trabajo y la discusión de si se debe 
pagar o no, discusión en la que no quiero entrar. 


La consulta es cuál ha sido, desde el punto de vista del Ministerio, la experiencia en 
cuanto a la sustitución de penas por trabajo comunitario. El señor Ministro habla de la 
oficina encargada de llevar adelante ese control y de dar parte al Juez de que el trabajo 
se ha cumplido. Quisiéramos saber cuál ha sido la experiencia hasta ahora. 


No recuerdo si fue el año pasado o en el año 2010, pero en la Comisión votamos 
una modificación a la ley de penas alternativas a la prisión, que no pasó al plenario; 
estamos a la espera de una nueva modificación antes de llevarlo a Sala. 


Como bien decía el señor Ministro -también lo conversábamos con los Ministros de 
la Suprema Corte de Justicia, va a haber fondos para la instalación de los Juzgados de 
Faltas y, además, la Policía estaría persiguiendo estos actos. Los Ministros también nos 
decían que, por un tema de economía de gestión, la Policía no los estaba persiguiendo 
porque ni siquiera había un Juzgado. Entonces, partimos de la base de que con la 
aprobación de este proyecto convertido en ley y la creación de Juzgados de Faltas 
también va a haber un control policial importante sobre estas conductas, de manera de 
que los responsables respondan como corresponden. 


A la luz de todo esto, quisiéramos conocer cuál ha sido la experiencia y de qué 
manera podemos aplicar esta posibilidad de trabajo comunitario. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En primer lugar, quiero hacer una aclaración 
sobre las consideraciones finales, porque esto de si la Policía actúa o los Jueces no 
actúan es como un círculo vicioso. Cuando el año pasado se hicieron los primeros 
operativos de saturación, en los que había 30 o 40 detenidos, 6, 7, 8, 10 o 12 eran los 
que se iban a detener porque habían cometido delitos, el resto eran detenidos por faltas, 
porque cuando llegaba la Policía intentaban que la detención no se llevara adelante, 
etcétera. Y cuando se comunicaba al Juez que había cuarenta detenidos y preguntaba 
por qué, se le decía: "Ocho, por tal cosa", y él ordenaba que trajeran a los ocho y al resto 
se lo soltara. Entonces, si cuando alguien comete una falta, la Policía lo detiene y el Juez 
le dice que lo suelte, ya después ni los detiene; ¿para qué? Y eso era sistemático; no 
había un solo Juez que tomara los casos de faltas; todos decían: "Suéltelos". No había 
respuesta. Por lo tanto, si ahora se restablece el Juzgado de Faltas y la Policía persigue 
la falta, lleva al que la cometió ante Juez y este responde, es otra cosa. 


Respecto al trabajo comunitario, la experiencia que tenemos es el funcionamiento 
de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, que anunciamos desde 2010. 
Empezó con unos pocos casos, unas decenas, y hoy tiene algo menos de doscientos, 
algunos de los cuales realizan trabajo comunitario y, otros, tienen prisión domiciliaria. La 
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Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida trata de controlar, en una suerte de 
experiencia piloto, el cumplimiento de penas alternativas. En algunos casos, se hacen 
trabajos comunitarios y, en otros, no, pero en todos ha significado un avance importante y 
bastante exitoso del funcionamiento, al punto que si se sigue por ese camino, habrá que 
incorporar más funcionarios. Ya se han incorporado más que en 2010, pero si va a 
cumplir un papel importante en este sentido, obviamente, habrá que incorporar más aún. 
En principio, la experiencia es buena. 


SEÑOR BAYARDI.- Quiero compartir mi impresión. 


Es cierto que en diciembre de 2010 -o por esa fecha- terminamos votando el 
proyecto en Comisión, que está para su informe y elevación al Cuerpo. Siempre existía la 
duda de si la Oficina estaba en condiciones de hacer los seguimientos para la libertad 
asistida, porque las modificaciones que se introducirán presuponen que en aquellos 
casos en que habrá procesamiento sin penitenciaría, el Juez no podrá procesar con 
prisión, salvo que fundamente, por los motivos que sean, que debe procesarse con 
prisión, aunque no recaiga delito de penitenciaría. En mi opinión, esto puede llegar a 
incrementar exponencialmente el número de seguimientos que deberá hacer la Oficina. 
Me parece un procedimiento muy importante. Es bueno que cuando no recaiga pena de 
penitenciaría y no haya alarma pública que lleve a un Juez a fundamentar el 
procesamiento con prisión -en la medida en que "mientras estoy siendo procesado, soy 
inocente", el acusado pueda estar en condiciones que no sean las de la pena de prisión. 


Digo esto porque tenemos presente que habrá que incrementar -lo dijo el señor 
Ministro y lo registro- el personal de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. No 
quisiera que se corriera el riesgo de no tener la capacidad de hacerlo, con un instrumento 
que será muy beneficioso en lo que tiene que ver con el proceso en su conjunto. 
Podríamos citar muchos ejemplos en los que pudo haber habido medidas alternativas a la 
privación de libertad, algunos bastante renombrados, pero que ante ciertos hechos, la 
Justicia tuvo que procesar y retener con prisión a ciudadanos. Si estamos en condiciones 
de atender una demanda que va a ser incremental, creo que es el momento para hacer 
los ajustes últimos en contacto con el Ministerio y dar sanción al proyecto para que pase 
a la Cámara de Diputados. 


Entonces, quiero tener la constatación del Ministerio de que la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, que va a ser muy importante, ya está en condiciones 
de asumir ese eventual y teórico incremento, que a mi juicio será exponencial, no 
necesariamente lento, en lo que tiene que ver con la aplicación de este modelo que está 
tratando de desarrollarse. 


SEÑOR CARRERA.- Estamos en esa tarea de reforzar la OSLA. Por un lado, 
porque sería inminente la aprobación del nuevo Código de Faltas. Ya estamos trabajando 
en la celebración de convenios y reforzando con operadores penitenciarios para hacer 
seguimientos del cumplimiento de esta pena de trabajo comunitario. Por otro, se está 
llevando a cabo una serie de concursos en el Instituto Nacional de Rehabilitación para 
unos cuatrocientos operadores penitenciarios, que estarían ingresando en los primeros 
meses de 2013. También estamos llevando adelante el concurso de unos trescientos 
ochenta técnicos que reforzarían todo lo que tiene que ver con el INR. 


Vemos con buenos ojos la aprobación de este proyecto de ley sobre penas 
alternativas porque nos facilitará el desarrollo de la gestión. 


La lógica que desarrolla el OSLA es celebrar convenios con organismos receptores, 
que son los que reciben a la persona cuando va a cumplir con esta pena y colaboran 
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como auxiliares de esta Oficina en el cumplimiento de la sentencia. Después, el OSLA 
hace un informe que eleva al Juez, diciendo que hubo un fiel cumplimiento de la pena. 


Cabe señalar que no hay mucha cultura de aplicación de medidas alternativas o de 
trabajo comunitario. En Montevideo, se está trabajando bien, pero en el interior del país, 
el único lugar donde hay una Jueza que aplica estas medidas es en Colonia. Por lo tanto, 
hemos pedido colaboración a la Jefatura de Policía de Colonia para que se pueda dar 
cumplimiento. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero subrayar que cuando entraron 
operadores penitenciarios a trabajar directamente en cárceles, algunos fueron derivados 
al OSLA, y cuando entren a trabajar los trescientos ochenta técnicos en el INR, algunos 
también serán derivados al OSLA, en función de sus necesidades. 


SEÑOR CARRERA.- Por ejemplo, en el interior, los técnicos que desarrollen tareas, 
trabajarán para el Patronato y para el OSLA, porque hay déficit de técnicos. Esa es la 
planificación que estamos desarrollando: vamos a reforzar más en Montevideo y, en el 
interior, cumplirían una doble función. 


SEÑOR BANGO.- Habida cuenta de la consulta del compañero Bayardi y de la 
respuesta del Ministerio, quiero dejar constancia de que intentaremos elevar este 
proyecto de penas alternativas a la Cámara de Diputados conjuntamente, si los colegas 
de la oposición así lo entienden, para cerrar este año con la aprobación de estas dos 
iniciativas y dar al Ministerio las herramientas que está necesitando y está en condiciones 
de aplicar. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Recojo la propuesta que hizo el señor Diputado Bango. 
Recuerdo que en Comisión trabajamos en el proyecto y lo habíamos aprobado por 
unanimidad. Por lo tanto, sería buena cosa que lo reeditáramos esta semana, a fin de que 
la semana próxima, cuando tratemos el relativo a las faltas, veamos los ajustes que hay 
que hacerle. Como dijo el doctor Carrera, es una buena herramienta para descomprimir, 
así como para el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo y los ciudadanos que cometen delitos 
o faltas menor. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero hacer un agregado general, que no 
tiene que ver con el proyecto en sí ni con las penas alternativas, pero está relacionado. 


Son cada vez más las empresas que se plantean trabajar con personas privadas de 
libertad en cárceles o que solicitan personas privadas de libertad que salgan a trabajar. El 
año pasado, hubo más de mil trabajando; este año creo que van a ser más. Por ejemplo, 
adentro de Punta Rieles, hay dieciséis empresas trabajando y, ahora, con apoyo del BID, 
también se quiere instalar un "call center" y una fábrica de pastas. Se empezaría con diez 
personas privadas de libertad trabajando y se llegaría a cuarenta. 


Esto se da cada vez más, así como la solicitud de formar a presos en determinados 
oficios y, aun antes de que salgan, obtener autorización de los Jueces para que salgan a 
trabajar, aunque esto es bastante difícil. Algunos Jueces lo encaran de forma objetiva y 
dicen: "Este, sí; este, no"; uno les pide para cuarenta y capaz que aprueban a treinta y 
dos. Hay otros a los que se les pide por cuarenta y aprueban a diez. Y hay un Juez en 
particular que dice: "Ninguno de los que son procesados salen a trabajar". Entonces, si 
hay una ley que dé un marco a esto, probablemente, se pueda lograr de forma más fluida. 


También es claro que, entre los que inician ese proceso, el porcentaje de 
reincidencia es muy bajo. Los que tienen porcentajes de reincidencia altos están en 
determinados niveles de los establecimientos de Libertad, del Comcar y de Canelones; 
otros bajan el nivel de reincidencia y, seguramente, lo bajarán más aún cuando tengamos 


a 


ya no progresividad entre cárceles, sino progresividad dentro de cada cárcel. En el 
Comcar, la progresividad debería llevar a que algunos salieran a trabajar. 


Entonces, tanto el seguimiento del OSLA planteado en la ley de faltas como el que 
se planteó ahora, facilitan enormemente. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Me parece que es muy razonable el elemento que 
introduce el señor Ministro y sería bueno que lo planteáramos al momento de discutir ese 
proyecto para ver qué alternativas se pueden manejar para generar esa posibilidad. 


Recuerdo también que una de las discusiones que tuvimos cuando lo estudiamos en 
Comisión tenía que ver con la cantidad de horas semanales que podrían trabajar las 
personas que se estuvieran acogiendo a las medidas alternativas. Si mal no recuerdo, el 
máximo es doce horas y habíamos propuesto que tuvieran la oportunidad de que fueran 
más. Algo similar a lo que puede ser la flexibilización que habría que introducir para las 
personas que ya están privadas de libertad. 


Es algo que puede estudiarse en conjunto, ya que generará un círculo positivo, no 
solamente porque ese individuo estará menos propenso a la reincidencia, sino también 
por la posibilidad de ir conmutando pena mientras trabaja. Es algo que podemos 
considerar la próxima semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia al señor Ministro del Interior y a 
su equipo. 


Se levanta la reunión. 


